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153 DE 2014 CÁMARA, 018 DE 2014 SENADO, 
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SENADO, 06 DE 2014 SENADO Y 12 DE 2014 

SENADO
por medio del cual se adopta una reforma  

de equilibrio de poderes y reajuste institucional  
y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C.
Presidente:
JAIME BUENAHORA FEBRES CORDERO
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Ciudad
Respetado señor Presidente:
Por decisión de la Mesa Directiva de la Comi-

sión Primera de la Cámara de Representantes me 
ha correspondido presentar ponencia para cuarto 
debate al Proyecto de Acto Legislativo número 
18 de 2014 de Senado, acumulado con los Pro-
yectos de Acto Legislativo número 02 de 2014 
Senado, 04 de 2014 Senado, 05 de 2014 Sena-
do, 06 de 2014 Senado y 12 de 2014 Senado, por 
medio del cual se adopta una reforma de equili-
brio de poderes y reajuste institucional y se dictan 
otras disposiciones, que me permito rendir en los 
siguientes términos:

1. Consideraciones políticas que motivan el 
apoyo

El 20 de julio, el Partido Alianza Verde radicó 
en el Congreso de la República cinco reformas, 
entre constitucionales y legales para prohibir la 
reelección del presidente y Procurador, establecer 
la silla vacía para los políticos que cometen de-

litos contra la Administración Pública, restringir 
el procedimiento “yo te elijo, tú me eliges” que, 
a través de poder nominador otorgado a las Altas 
Cortes, ha corrompido la función originaria de la 

-
gunas funciones y la forma de elección de los or-
ganismos de control.

El proyecto de equilibrio de poderes presentado 
por el Gobierno Nacional contiene en alguna medida 
las correcciones a los problemas que tiene hoy en 
día la Constitución Política, y que buscamos evitar 
con los proyectos radicados, es por eso que el Parti-
do Alianza Verde acompaña el proyecto en los temas 
que son prioritarios. Sin embargo, la reforma presen-
tada únicamente insiste en resolver los problemas del 
país político, sin que ello redunde directamente en 
los problemas que preocupan a lo que denominaba 
en contradicción Jorge Eliécer Gaitán, como país na-
cional.

A título personal encuentro en extremo preocu-
pante que este proyecto radicado en el Congreso de 
la República el 3 de septiembre por el Gobierno Na-
cional, en un proceso improvisado y tardío, buscaba 
inicialmente corregir algunos problemas y terminó 
siendo una enorme colcha de retazos que incluye en 
la actualidad el cambio del 10,78% de la Constitu-
ción Política Nacional.

Esta ponencia tiene tres líneas principales:
1. Rechazo a las iniciativas que no implican cam-

bios fundamentales a la Constitución.
2. Apoyo a los artículos que mejoran la arquitec-

tura institucional del Estado.
3. Inclusión de nuevos artículos que pretende ge-

nerar un verdadero equilibrio de poder entre los tres 
poderes públicos -reconocidos formalmente- y los 
demás poderes autónomos creados en la Constitu-
ción Política.
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Entre los temas fundamentales de los que supues-
tamente trata el proyecto, está la necesidad de redu-
cir la impunidad a través de los cambios a la Co-
misión de Investigación y Acusación y del Consejo 
Superior de la Judicatura. Sin embargo, lo aprobado 
únicamente presenta una alternativa cosmética y no 
propone la transformación profunda que la situación 
actual demanda. En este sentido se formula y propo-
ne un Tribunal de Aforados que no resuelve los pro-
blemas del sistema de investigación y juzgamiento 
vigente de los 78 aforados que hoy existen, pues no 
plantea un nuevo sistema de juzgamiento real y en 
Derecho, manteniéndose el actual esquema en cabe-

-
bio de nombre, que no resuelve el evidente estado de 
cosas inconstitucionales que acaece en material de 
tutela judicial efectiva o acceso a la justicia, de miles 
de víctimas y ciudadanos, frente al monumento de 
la impunidad, llamado Comisión de Investigación y 
Acusación de la Cámara de Representantes.

status de impu-
nidad, que además pretende ser ampliado en una 
verdadera “feria del fuero” a funcionarios como el 
Vicepresidente, Contralor General de la República, 
Procurador General de la Nación, Defensor del Pue-
blo para los cuales no se ha esgrimido razón alguna 

esta prerrogativa de carácter político, aún más, cuan-
do la tendencia mundial y democrática es a disminuir 
los privilegios jurídicos de los altos funcionarios, re-
duciendo los aforados a su mínima expresión, con lo 
que se garantiza el principio de igualdad de todos, 
sin distingos posición social o política, ante la ley, 
conquista propia del Estado de Derecho. La Alian-
za Verde propone, no ampliar los aforados consti-
tucionales y sí por el contrario, consagrar un fuero 
temporal el cual se pierda al momento de cesar en 

-
prema de Justicia -actualmente Juez Natural de los 
aforados Constitucionales- la que procesa a juzgar, 
sin necesidad de atravesar por un juicio de indigna-
da previo ante el Congreso de la República, el cual 
efectivamente resulta infértil luego de que el afora-
do ha perdido la calidad de servidor público. Ahora 
bien, para no desproteger la autonomía de la Rama 
Judicial, se garantizará la inviolabilidad de las deci-

evitar un choque de trenes, en el cual se pueda juzgar 
la autonomía interpretativa de las altas cortes en sus 
diferentes jurisdicciones.

Otro trabajo de maquillaje se hizo sobre el Con-
sejo Superior de la Judicatura, pues se pretende sim-

esencia los mismos vicios que han llevado a su fra-
caso. No se ha hecho hasta el momento un juicio de 
reproche a quienes ternaron y eligieron a las perso-
nas que han ostentado la calidad de magistrados de 
este alto tribunal, pues en gran parte recae en ellos 
la culpa de los escándalos que se han presentado en 
este. La reforma, lejos está de acabar con este pro-
blema, pues no presenta una fórmula real que permi-
ta generar una elección trasparente y de méritos para 
el gobierno y la disciplina de la Rama Judicial. Se 
mantiene la elección de los magistrados del Consejo 
Nacional de Disciplina Judicial en el Congreso de la 
República y la división que se propone para el Siste-
ma Nacional de Gobierno y administración Judicial, 
en tres niveles, pues acentuar el problema de ejecu-

ción que hoy presenta el gobierno de la Rama Ju-
dicial, pues, las reglas de la experiencia evidencian, 
que entre más órganos existan para adoptar una deci-
sión, la misma se dilata aún más, eso mismo pasará 
con la Sala de Gobierno Judicial, la Junta Ejecutiva 
de Administración Judicial y el Director Ejecutivo 
de Administración Judicial, que están proponiendo.

Otro aspecto vital que no fue tenido en cuenta y 
que por el contrario resultó ser un retroceso de lo 
aprobado en Plenaria del Senado, fue la posibilidad 
de que las Contralorías departamentales y municipa-
les fueran seleccionadas por un Concurso de Méritos 
adelantado por la Comisión del Servicio Civil. En 
vez de esto, se regresó a la elección de este impor-
tante órgano de control por los Cabildos Distritales 
y las Asambleas, modelo que ha degenerado en una 
politización de los Órganos de Control que ha im-

Administración Pública o ha alentado un control par-
cializado contra la administración que no sea afecta 
a los interés políticos de la mayorías representadas, 
según como se acomode el vaivén político.

Para fortalecer esta autonomía e independencia 
de los órganos de control y contribuir con la traspa-
rencia y participación real de ciudadanía, la Alianza 
Verde se mantiene en una propuesta de fortalecimien-
to de la Comisión del Servicio Civil y en general una 
ampliación y aplicación real del postulado de merito-
cracia en los Órganos de Control y Vigilancia; tanto 
en el nivel central como en el nivel territorial. Para 
ello, proponemos que los cargos de Procurador Ge-
neral de la Nación, Contralor General de la Repúbli-
ca, Auditor General, Defensor del Pueblo, así como 
los respectivos Contralores y Personeros en el nivel 
territorial, sean seleccionados mediante fórmulas de 
selección objetiva y pública, a través de Concurso de 
Méritos, con lo cual se desarticularía los grupos de 
clientelismo y politiquería que rodean generalmen-
te la designación de estos altos servidores públicos, 
fortaleciendo además su independencia y autonomía, 
lo cual sin duda redundará en un verdadero equili-
brio del innominado poder de Control y Vigilancia 
creado en la Constitución Política de 1991, el cual es 
vital para la buena marcha de la República.

En cuanto respecta a las reformas en materia elec-
toral, resulta ser una burla lo acontecido en Comi-
sión Primera de la Cámara de Representantes con las 
listas paritarias: el criterio de verdadera paridad que 
había sido aprobado en la plenaria del Senado, fue 
desmontado en el primer debate en Cámara de Re-
presentantes y sustituido por un aumento de 3% de la 
participación de la mujer, que se hará efectivo hasta 
el año 2021. Pues, la fórmula de dos de un género 
y uno del otro género aprobada en Comisión, deja 
la participación de las mujeres, grupo históricamen-
te marginado y actualmente subrepresentando, en el 
33.3% en comparación con el 30% que actualmente 
existe a raíz de la ley de cuotas. Frente a este punto, 
es menester implementar una verdadera paridad en la 
que el criterio de igualdad material se aplique, por lo 
que reiteramos la propuesta presentada en Comisión, 

listas cerradas confeccionadas en forma paritaria. 
También insistiremos en que se permita realizar coa-
liciones entre Partidos Pequeños, los cuales se han 
visto amenazados por el incremento del umbral al 
3%.



GACETA DEL CONGRESO  778  Lunes, 1º de diciembre de 2014 Página 3

2. Objeto
El Proyecto de Acto Legislativo número 18 de 

2014 Senado, acumulado con los Proyectos de 
Acto Legislativo número 02 de 2014 Senado, 04 
de 2014 Senado, 05 de 2014 Senado, 06 de 2014 
Senado y 12 de 2014 Senado, por medio del cual 
se adopta una reforma de equilibrio de poderes y re-
ajuste institucional y se dictan otras disposiciones, 

estructura de funcionamiento del Estado, propen-
diendo por el ajuste institucional que desde la entra-
da en vigencia de la Constitución Política de 1991 
se ha tornado disfuncional, principalmente por las 
diferentes reformas constitucionales que han tenido 
lugar en los últimos tiempos, que han generado un 
desbalance funcional y axiológico de la Carta Fun-
damental, surgiendo la inaplazable necesidad de or-
ganizar las funciones, composición y acceso a digni-
dades de las diferentes entidades que componen las 
ramas del poder público.

3. Necesidad de ajustes en el aspecto orgánico 
de la Constitución Nacional. Sistema de pesos y 
contrapesos. Funcionamiento armónico de los di-
ferentes poderes públicos.

Vale indicar que conforme al artículo 113 de la 
Constitución Nacional que nos indica: “Son Ramas 
del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la 
judicial. Además de los órganos que las integran 
existen otros, autónomos e independientes, para el 
cumplimiento de las demás funciones del Estado. 
Los diferentes órganos del Estado tienen funcio-
nes separadas pero colaboran armónicamente para 
la reali ación de sus nes”. (Negrillas y subraya-
das fuera del texto original), el orden constitucional, 

competencias de cada una de las Entidades que des-
cansan en el desarrollo del legislador prevalente-

de las garantías individuales y colectivas de los ad-
ministrados.

Prueba de lo anteriormente sostenido, es la Sen-
tencia C-170 de 2012, que decantó el contenido del 
principio de separación de poderes y sistema de pe-
sos y contrapesos, que emerge de la Constitución de 
1991, así: 

“PRINCIPIO DE SEPARACIÓN DE PODE-
RES-MODELOS/PRINCIPIO DE SEPARACIÓN 
DE PODERES- Sistema de frenos y contrapesos

La jurisprudencia constitucional ha reconoci-
do que existen “dos modelos de separación de po-

delimitación funcional rigurosa, como medio para 
acotar el poder, a partir del entendimiento de que 
una distribución precisa y equilibrada de las labo-
res estatales, en la cual cada órgano cumple una ta-

mantener a dichos órganos del poder dentro de sus 
límites constitucionales. A su vez, la separación fun-
cional rígida es concebida como una estrategia que 
permite asegurar las libertades de los ciudadanos. 
Desde esta perspectiva, el equilibrio de los poderes 
es una consecuencia natural de la autonomía de ór-
ganos con funciones constitucionalmente bien deli-
mitadas. En consecuencia, el control que ejerce un 
órgano sobre otro en relación con el cumplimiento 
de sus propias funciones, es básicamente un control 
político, que se da de manera tanto espontánea como 

ocasional, y sólo frente a casos extremos. Precisa-
mente, la rigidez de la separación de poderes con-

su implementación práctica, pues la falta de vasos 
comunicantes entre los distintos órganos estatales 
conducía a enfrentamientos difíciles de solucionar 
en la práctica, cuyo resultado natural y obvio tendía 

-
ridades o funcionarios que se estiman política y po-
pularmente más fuertes. El segundo modelo también 
parte de una especialización de las labores estatales, 
cada una de las cuales corresponde a un órgano es-

-
-

nicas, recíprocas, como reguladores constantes del 
equilibrio entre los poderes públicos. Este modelo 
constitucional denominado de frenos y contrapesos 
(checks and balances) no presupone que la armonía 
entre los órganos que cumplen las funciones clásicas 
del poder público sea una consecuencia espontánea 
de una adecuada delimitación funcional y de la au-
sencia de interferencias en el ejercicio de sus compe-
tencias. Por el contrario, el balance de poderes es un 

mediante el control político, la intervención de unos 
órganos en las tareas correspondientes a otros y las 
relaciones de colaboración entre las distintas ramas 
del poder público en el ejercicio de sus competen-
cias. En otras palabras, cada órgano tiene la posi-
bilidad de condicionar y controlar a los otros en el 
ejercicio de sus respectivas funciones”.

-
rio medular que atraviesa el sistema de pesos y con-
trapesos, en la realidad de cada Estado, como una 
obligación ineludible de examinación constante:

“Lo anterior implica aceptar que para la regu-
lación de las prerrogativas parlamentarias y de los 
mecanismos de frenos y contrapesos, “la realidad 
constitucional de cada Estado, aun cuando se tra-

-
losofía similar, no va a ser coincidente, ya que las 
particularidades de cada sociedad, su historia y su 

o menor medida”. Es por ello por lo que resulta in-
dispensable examinar cuál es la situación concreta 
en el ordenamiento constitucional colombiano”.

Visto lo anterior y al analizar las diferentes prác-
ticas que se han generado en las diferentes ramas 
del poder público con ocasión de la Constitución de 
1991: permitir la reelección de ciertos funcionarios, 
especialmente del Presidente de la República en un 
sistema presidencial y otorgar funciones electorales 
a las altas cortes; han dado origen a comportamien-
tos clientelistas que afectan el normal curso de los 

el modelo institucional planteado; al comprobarse de 
la inexistencia real -no formal- de jueces que juz-
guen las infracciones de altos dignatarios, en abier-
to desconocimiento de los derechos fundamentales 
de las víctimas; ausencia de requisitos de idoneidad 
-experiencia y formación relacionada- para ocupar 
importantes cargos en los principales órganos, supo-

aspectos estructurales para que estén en consonan-
cia con la parte axiológica superior. De ahí que es 
perfectamente necesaria y válida parte de la presente 
iniciativa de reforma constitucional propuesta por el 
Gobierno Nacional. 
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4.1. Nombramiento de altos dignatarios (Con-
tralor General, Procurador General, Defensor del 
Pueblo y Auditor General) escogidos por el Con-
greso de la República de ternas integradas por 
concurso de méritos por la Comisión Nacional del 
Servicio Civil

Conforme a las reglas de la experiencia, se tiene 
que el concurso de méritos es sin lugar a dudas un 
método que descansa dominantemente sobre razones 
objetivas y transparentes para proveer cargos, ajeno 
a razones políticas o subjetivas, siendo una poderosa 
garantía institucional de rango constitucional confor-
me a los artículos 125 siguientes, traducible en un 
mejoramiento en las condiciones del servicio públi-

-

Sentencia T-946 de 2009:
“En relación con la naturaleza de los concursos 

para proveer vacantes, ha dicho la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional que es el mecanismo idóneo 
para que el Estado, dentro de criterios de imparcia-
lidad y objetividad, mida el mérito, las capacidades, 

-

de escoger entre ellos al que mejor pueda desem-
peñarlo, apartándose de consideraciones subjetivas, 

-
cia política, económica o de otra índole.

esta Corporación, consiste en que la vacante exis-
tente se llene con la mejor opción, es decir, con aquel 
de los concursantes que haya obtenido el más alto 

puntaje. Así el mérito, es la condición esencial para 
el ingreso, permanencia y la promoción en la función 
pública, bajo el régimen jurídico que corresponde 

nombramiento, los requisitos y condiciones para de-
terminar los méritos y calidades de los aspirantes 

La jurisprudencia de esta Corte ha determinado 
asimismo que la regulación relativa a la carrera en 
la función pública por parte del Legislador ordina-
rio o extraordinario, se encuentra limitada por la 

público, la garantía de igualdad de oportunidades y 
la protección de los derechos subjetivos, entre otros 
valores y principios de origen constitucional que res-

Dentro del régimen de la carrera existen también 
unas carreras especiales de orden constitucional y 
de orden legal. En relación con las primeras, esta 
Corte ha señalado y reiterado en numerosa jurispru-
dencial], que hacen parte de las carreras especiales 
de origen constitucional la carrera de las Fuerzas 
Militares (artículo 217 CN); la de la Policía Nacio-
nal (artículo 218 inciso 3° CP); la de la Fiscalía 
General de la Nación (artículo 253 CN); la de la 
Rama Judicial (numeral 1 artículo 256 CP); la de 
la Contraloría General de la República (numeral 10 
artículo 268 CN); la de la Procuraduría General de 
la Nación (artículo 279 CP); así como el régimen de 
las Universidades Estatales (artículo 69 CN)”.

Actualmente los altos dignatarios, según la Cons-
titución de 1991, son elegidos de la siguiente manera:
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Por lo tanto es entendible e indispensable que 
los altos dignatarios elegidos para la Contraloría 
General de la República, la Procuraduría General 
de la Nación, la Defensoría del Pueblo y la Audi-
toría General -exceptuando a la Fiscalía General de 
la Nación y la Registraduría Nacional que actual-
mente son elegidos por concurso de méritos- sean 
nombrados por concurso de méritos en cabeza de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, que conforme 
a sus funciones realice los certámenes técnicos, que 

con quienes ocupen lógicamente los tres primeros 
lugares, que deben ser posteriormente votadas por el 
Congreso de la República para determinar el digna-
tario electo. Que constituye una metodología respe-
tuosa de un Estado Social de Derecho.

Contrario a modelos donde bien sean las altas 
cortes (caso de la Procuraduría General de la Na-
ción, la Auditoría General de la República y la Re-
gistraduría Nacional) o la rama judicial (caso de la 
Procuraduría General de la Nación y la Defensoría 
del Pueblo) son las que terminan interviniendo en la 

comprometiendo ostensiblemente la imparcialidad y 
objetividad que debe imperar en el ejercicio de este 
tipo de cargos.

-
dad de nombrar a funcionarios a través de concursos 
de méritos especiales, implica el fortalecimiento de 
la Comisión Nacional del Servicio Civil en aspec-
tos técnicos, procedimentales y presupuestales, que 
hagan posible el cumplimiento de los artículos 125, 
126 y 130 superiores, desarrollados en parte en la 
Ley 909 de 20041 para el caso exclusivo de los con-
1 El artículo 11 de la Ley 909 de 2004 dispone: “Funciones 

de la Comisión Nacional del Servicio Civil relacionadas 
con la responsabilidad de la administración de la carrera 
administrativa. En ejercicio de las atribuciones relacio-
nadas con la responsabilidad de la administración de la 
carrera administrativa, la Comisión Nacional del Servicio 
Civil ejercerá las siguientes funciones: // a) Establecer de 
acuerdo con la ley y los reglamentos, los lineamientos ge-
nerales con que se desarrollarán los procesos de selección 
para la provisión de los empleos de carrera administrativa 
de las entidades a las cuales se aplica la presente ley; // b) 
Acreditar a las entidades para la realización de procesos de 
selección de conformidad con lo dispuesto en el reglamen-
to y establecer las tarifas para contratar los concursos, en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 30 de la pre-
sente ley; // c) Elaborar las convocatorias a concurso para 
el desempeño de empleos públicos de carrera, de acuerdo 
con los términos y condiciones que establezcan la presente 
ley y el reglamento; // d) Establecer los instrumentos nece-
sarios para la aplicación de las normas sobre evaluación 
del desempeño de los empleados de carrera administrativa; 
// e) Conformar, organizar y manejar el Banco Nacional 
de Listas de Elegibles; el Banco de Datos de ex emplea-
dos con derechos de carrera cuyos cargos hayan sido su-
primidos y que hubieren optado por ser incorporados y, el 
Banco de Datos de empleados de carrera desplazados por 

o a solicitud de los respectivos nominadores, las listas de 
personas con las cuales se deben proveer los empleos de 

-
vamente, de conformidad con la información que repose en 

g) Administrar, organizar y actualizar el registro público de 
empleados inscritos en carrera administrativa y expedir las 

instructivas para la correcta aplicación de las normas que 
regulan la carrera administrativa; // i) Realizar los proce-
sos de selección para el ingreso al empleo público a través 

cursos de carrera administrativa, diferentes a los de 
altos dignatarios, pese a que guarden similitud en sus 

-
gano autónomo e independiente, creado por el cons-

de las universidades públicas o privadas o instituciones de 

de la gestión del empleo público en lo relacionado con el 
ingreso, el desarrollo de las carreras y la evaluación del 
desempeño; // k) Absolver las consultas que se le formu-
len en materia de carrera administrativa. // Parágrafo. El 
Banco Nacional de lista de elegibles a que hace alusión 
el presente artículo será departamentalizado y deberá ser 
agotado teniendo en cuenta primero la lista del departa-
mento en donde se encuentre la vacante.” El artículo 12 de 
la Ley 909 de 2004 dispone: “Funciones de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil relacionadas con la vigilancia 
de la aplicación de las normas sobre carrera administrati-
va. La Comisión Nacional del Servicio Civil en ejercicio de 
las funciones de vigilancia cumplirá las siguientes atribu-
ciones: //a) Una vez publicadas las convocatorias a con-

su adecuación o no al principio de mérito; y, dado el caso, 
suspender cautelarmente el respectivo proceso, mediante 
resolución motivada; // b) Dejar sin efecto total o parcial-
mente los procesos de selección cuando se compruebe la 
ocurrencia de irregularidades, siempre y cuando no se ha-
yan producido actos administrativos de contenido particu-
lar y concreto relacionados con los derechos de carrera, 
salvo que la irregularidad sea atribuible al seleccionado 
dentro del proceso de selección impugnado; // c) Recibir 
las quejas, reclamos y peticiones escritas, presentadas a 
través de los medios autorizados por la ley y, en virtud de 

-
lación de las normas de carrera que estime necesarias y re-

economía e imparcialidad. Toda resolución de la Comisión 
será motivada y contra las mismas procederá el recurso de 
reposición; // d) Resolver en segunda instancia las recla-
maciones que sean sometidas a su conocimiento en asun-
tos de su competencia; // e) Conocer de las reclamaciones 
sobre inscripciones en el Registro de Empleados Públicos, 
de los empleados de carrera administrativa a quienes se 
les aplica la presente ley; // f) Velar por la aplicación co-
rrecta de los procedimientos de evaluación del desempeño 
de los empleados de carrera; // g) Poner en conocimiento 
de las autoridades competentes los hechos constitutivos de 
violación de las normas de carrera, para efectos de esta-

-
nales a que haya lugar; // h) Tomar las medidas y acciones 
necesarias para garantizar la correcta aplicación de los 
principios de mérito e igualdad en el ingreso y en el desa-
rrollo de la carrera de los empleados públicos, de acuerdo 
a lo previsto en la presente ley; // i) Presentar un informe 
ante el Congreso de la República dentro de los diez (10) 
primeros días de cada legislatura, o cuando este lo solicite, 
sobre sus actividades y el estado del empleo público, en 
relación con la aplicación efectiva del principio de mérito 
en los distintos niveles de la Administración Pública bajo 
su competencia. // Parágrafo 1º. Para el correcto ejercicio 
de sus competencias en esta materia, la Comisión Nacio-
nal del Servicio Civil estará en contacto periódico con las 
unidades de personal de las diferentes entidades públicas 
que ejercerán sus funciones de acuerdo con lo previsto en 
la presente ley. //Parágrafo 2º. La Comisión Nacional del 
Servicio Civil podrá imponer a los servidores públicos de 
las entidades nacionales y territoriales sanciones de multa, 
previo el debido proceso, cuando se compruebe la violación 
a las normas de carrera administrativa o la inobservancia 
de las órdenes e instrucciones impartidas por ella. La multa 
deberá observar el principio de gradualidad conforme el 
reglamento que expida la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, cuyos mínimos serán cinco (5) salarios mínimos le-
gales vigentes y máximos veinticinco (25) salarios mínimos 
legales vigentes.”.
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tituyente originario, justamente para realizar este 
tipo de concursos tanto de carrera administrativa y 
como los que aquí se plantea, para altos dignatarios.

Es de recalcar que atribuirle estas competen-
cias a la Comisión Nacional del Servicio Civil 
para realizar el concurso de méritos, diferente a 
los de carrera administrativa, no desnaturaliza su 
función constitucional, al revés fortalece sus fun-
ciones superiores. En últimas la elección de estos 
altos dignatarios, descansa en los órganos de re-
presentación popular.

4. Eliminación de nitiva de funciones electora-
les de las Altas Cortes en la elección del Contralor 
General, Procurador General y Auditor General

Uno de los puntos de mayor importancia que 
intenta la presente iniciativa de reforma constitu-
cional, es la eliminación de las funciones electo-
rales en cabeza de los órganos de cierre, o límite 
de las diferentes jurisdicciones (Consejo de Esta-
do, Corte Suprema de Justicia y Corte Constitu-
cional). Si bien es cierto, la inequívoca intención 
del constituyente de 1991 es que cada una de las 
ramas del poder público cumpla una función in-
herente a sus competencias naturales, sea la le-
gislativa en la producción del derecho positivo, 
la judicial en su aplicación y el ejecutivo en te-
mas puramente administrativos, cada una de es-
tas cumple igualmente una función electoral en la 
postulación de otros cargos que integran los ór-
ganos de control principalmente y otras autorida-
des del sistema electoral, para integrar el concepto 
de pesos y contrapesos. Esta es una situación que 
desnaturaliza en la práctica de manera fulminante 
las labores jurisdiccionales en cabeza de las altas 
cortes, atribuyéndoseles competencias de postula-
ción o elección de otros dignatarios encargados de 
velar por la preservación del orden constitucional 
y legal, ajenas a su función intrínseca, poniendo 
en inminente riesgo las laborales encomendadas 
en la administración de justicia, trastocando gra-
vemente su función pura, introduciendo nociones 
clientelistas perjudiciales a la recta administración 
de justicia. 

En consecuencia, es prudente eliminar las funcio-
nes electorales en cabeza de las altas cortes, para in-
tervenir en la postulación o elección del Procurador 
General de la Nación, el Contralor General de la Re-
pública, el Defensor del Pueblo y el Auditor General, 
manteniéndose las del Fiscal General y el Registra-
dor Nacional del Estado Civil.

5. Naturaleza Jurídica del juzgamiento reali-
zado por el Congreso de la República a los altos 
dignatarios: juicio político no criminal, basado en 
faltas disciplinarias, scales y punibles, pese a las 
reglas ordinarias aplicables en materia penal

Conforme a la inalterable línea jurisprudencial 
consignada en las Sentencias C-417 de 1993, C-198 
de 1994, C-037 de 1996, C-222 de 1996, C-245 de 
1996, C-385 de 1996, C-386 de 1996, SU-626 de 
1996, C-148 de 1997, C-085 de 1998, SU-047 de 
1999, C-369 de 1999 y SU-062 de 2001, entre otras, 
el Congreso es el encargado de desplegar un proce-
so de responsabilidad política y no propiamente un 

proceso penal, como inicial y desprevenidamente 
pudiera creerse.

La Ley 5ª de 1992, consagra varias disposicio-
nes relativas al procedimiento especial que sigue 
el Congreso en el juicio a los altos dignatarios de 
que trata el artículo 174 de la Constitución Nacio-
nal, las cuales, salvo aquellas propias de ley orgá-
nica como las que tienen que ver con las funciones 
de la Comisión de Investigación y Acusación de 
la Cámara de Representantes, están derogadas hoy 
por hoy por el Título III de la Ley 600 de 2000, re-
lativo a los juicios especiales ante el Congreso, en 
la medida en que las normas de procedimiento son 
propias de ley ordinaria como esta, y aplicando el 
principio que norma.

Sin embargo, no debe pasar desapercibido que 
en ese título especial de la Ley 600 de 2000 que re-
gula el procedimiento que se sigue ante el Congre-
so por las investigaciones de que tratan los artícu-
los 174, 175 y 178 de la Constitución Política, se 
consagraron algunas disposiciones que contrarían 
el texto de normas de rango superior y también 
pronunciamientos de inconstitucionalidad de la 
Corte Constitucional. V. Gr. En el artículo 423 de 
la Ley 600 se dice que el representante investiga-
dor al que se le ha repartido la denuncia, citará al 

en contravía de lo dispuesto en el artículo 181 de 
la Ley 270 de 1996, ley estatutaria, que dispone 

presentados con la sola presentación de la denun-
cia. Igualmente podemos mencionar que el artícu-
lo 435 de la Ley 600 de 2000 al consagrar que los 
requisitos sustanciales y formales de la resolución 
de acusación y preclusión son los del Código de 
Procedimiento Penal, desobedece la declaratoria 
de inexequibilidad que hiciera la Corte Constitu-
cional del artículo 6° de la Ley Orgánica 273 de 
1996, que exigía para la Resolución de Acusación 
los requisitos sustanciales del Código de Procedi-
miento Penal.

En la Sentencia 369 de 1999, al estudiar la cons-
titucionalidad del artículo 6° de la Ley 273 de 1996, 
que dispuso: “Los requisitos sustanciales de la Reso-
lución de acusación, si a ello hubiere lugar, serán los 
establecidos en el artículo 441 del Código de Proce-
dimiento Penal” se dispuso su INEXEQUIBILIDAD 
bajo estas aseveraciones:

“En síntesis, encuentra la Corte que la remisión 
al artículo 441 del Código de Procedimiento Penal, 
que expresa el artículo 6° de la Ley 273 de 1996, 
acusado por el actor, es contraria a la Constitución 
Política, en cuanto judicializa como penal un pro-
ceso de carácter político, por lo que lo declarará 
inexequible”.

En la Sentencia SU-047 de 1999, que tiene el 

jurisprudencia, la misma Corporación hizo suyas de 
toda la Corporación y como parte de su sentencia, las 
siguientes palabras que habían sido consignadas en 
una aclaración de voto dentro de la Sentencia C-037 
de 1996:

-
cios que se siguen ante el Congreso, de que tratan 
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los preceptos constitucionales mencionados no so-
lamente son públicos, sino que igualmente, son de 
carácter eminentemente político, no criminal.

En efecto, la investigación que realiza la Cáma-
ra de Representantes como atribución especial para 
colocarse en situación de acusar ante el Senado, 
cuando hubiere causas constitucionales, al Presi-
dente de la República o a quien haga sus veces y 
a los altos funcionarios que ostentan fuero consti-
tucional especial, incluyendo el Fiscal General de 
la Nación, no es la que conforme a sus funciones 
realiza el funcionario de instrucción en un proceso 
penal. Así mismo, las penas que el Senado impone 
para esta clase de procesos -destitución del empleo 
o la privación temporal o pérdida absoluta de los de-
rechos políticos- tampoco son las del Código Penal 
que aplica la justicia ordinaria.

(…)
Así pues, como la Cámara no instruye propia-

mente un proceso penal reservado a la Corte Supre-
ma de Justicia cuando los hechos constituyen una 
responsabilidad de infracción que merezca una pena 
de ese carácter, no puede pretenderse que la Cáma-
ra tenga atribuciones comunes de los funcionarios 
de instrucción, sino más bien las facultades que le 
resultan de su propio cometido, dentro del respectivo 
juicio de carácter público y político.

(…)
De ahí que corresponde a la Cámara decidir si 

según su criterio, se han violado la Constitución 
y las leyes, frente a las denuncias mencionadas, si 
prestan mérito y fundar en ellas la correspondiente 
acusación ante el Senado.

Por ello el juicio es político y no penal, pues la 
conducta del funcionario la juzga el Senado de la 
República que sin subordinación al Código Penal 
declara si a su entender el inculpado es responsable 
de haber infringido los preceptos constitucionales 
o las disposiciones legales, por haber ejecutado los 
hechos o incurrido en la omisión respectiva, y no por 
haber cometido el delito. Declarada la responsabili-
dad, el Senado impone las penas de carácter políti-
co que la Constitución señala (artículo 175 numeral 
2). Pero si los hechos lo constituyen responsable de 
infracción que merezca otra pena distinta, deberá 
seguirse juicio criminal ante la Corte Suprema de 
Justicia”.

En la Sentencia SU-062 de 2001, reiterando la 
anterior providencia, se dijo:

“Y la razón es tan simple como contundente: los 
juicios ante el Congreso por delitos de los altos dig-
natarios, si bien son ejercicio de una función judi-

requisito de procedibilidad de la acción propiamente 
penal ante la Corte Suprema, conservan una inevi-
table dimensión política, por lo cual, en ellos, los 
congresistas emiten votos y opiniones que son in-
violables”.

En el mismo sentido se sostuvo:
“procesos que se caracterizan por su natura-

leza mixta, pues se trata no solo de establecer un 
juicio provisional que le permita a la Corte Supre-
ma de Justicia iniciar el juzgamiento de los delitos 

íntimamente vinculados con el cargo, sino tam-
bién de formular responsabilidades de naturaleza 
estrictamente política. Se unen en ellos dos activi-
dades que se orientan por principios diversos, por 
cuanto el ejercicio de la actividad jurisdiccional 
está estructurada básicamente por el principio de 
legalidad, mientras el control político por crite-
rios de oportunidad”.

De esta última sentencia citada también son los 
siguientes apartes: “La función de acusación es de 
naturaleza jurisdiccional y se ejerce progresiva-
mente. Comienza con el conocimiento de unos he-
chos y culmina con una valoración provisional de 
responsabilidad que formula el Senado ante la Cor-
te Suprema de Justicia. Se trata de una actividad 
única, conformada por una serie de actos indivi-

-
tar un hecho histórico, que servirá de parámetro al 

un hecho punible”.
Al margen de las transcripciones anteriores, ex-

tensas pero necesarias para delimitar el marco con-
ceptual y normativo que regenta el trámite que nos 
ocupa, hay que decir que la mismísima ley orgánica 
del Congreso en su artículo 6° que trata de las fun-
ciones del órgano legislativo, numeral 4, ya deter-
minó de manera expresa la naturaleza de su función 
judicial y de los procesos que se adelantan contra los 

-
bages como de responsabilidad política. La norma 
dice textualmente: “4. Función judicial, para juzgar 
excepcionalmente a los altos funcionarios del Esta-
do por responsabilidad política”.

En conclusión, pues, tenemos que los procesos 
que se adelantan en el Congreso de la República en 
contra de los altos dignatarios de que trata el artícu-
lo 174 de la Constitución Política son procesos de 
responsabilidad política, de naturaleza judicial y que 

-
sagrado en el Título III de la Ley 600 de 2000 y en 
algunas disposiciones de la Ley 270 de 1996, como 
se vio antes.

Las normas del procedimiento penal ordinario 
no son de aplicación en estas actuaciones por todo 
lo anteriormente expuesto, por la naturaleza misma 
de estos procesos de responsabilidad política, por el 
carácter especialísimo de estos juicios, y sí son de 
toda aplicación cuando superado el requisito de pro-
cedibilidad (admisión de la acusación por parte del 
Senado) intervenga la Corte Suprema de Justicia y 
materialice, en ese momento, la acción y la jurisdic-
ción penal.

La jurisprudencia constitucional, a lo largo de sus 
pronunciamientos y dentro de sus mismas impreci-
siones y hasta contradicciones ha coincidido y ha 
sido uniforme en señalar enfáticamente que el juez 
penal natural de los altos dignatarios de que trata el 
artículo 174 de la Carta Magna es la Sala de Casa-
ción Penal de la Corte Suprema de Justicia y que es 
allí, en ese escenario, en que la acción y la jurisdic-
ción penal tiene su desarrollo. En la Sentencia C-222 
de 1996 se dijo:

“Conforme a lo anterior y en desarrollo de lo 
dispuesto en el artículo 235, numeral 2 de la C.P., 
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cuando la Corte Suprema asume la competencia de 
juzgamiento, una vez cumplidas las exigencias cons-
titucionales a que están sujetos la Cámara de Re-
presentantes y el Senado de la República, es claro 
que aquella Corporación adelanta el juicio que le 
corresponde en forma independiente, autónoma y 

procesales cumplidas ante el Congreso, debiendo 
-

mente recaudadas por ella misma, y atendiendo a 
los principios y garantías constitucionales del debi-
do proceso penal”.

6. Modi caciones temporales del fuero para el 
juzgamiento de altos dignatarios

Se tiene que el concepto de fuero “es otro de los 
elementos característicos de los estados democráti-
cos, que protege a ciertos altos funcionarios del Es-
tado, de modo que se pueda garantizar la dignidad 
del cargo y de sus instituciones, al igual que su in-
dependencia y autonomía, para que puedan desarro-
llar las funciones que les han sido encomendadas2”.

Dejando sentada la naturaleza jurídica del juz-
gamiento de altos dignatarios, puramente político y 
no penal y el fundamento de un fuero especial para 
ciertos servidores del Estado, salta a la vista que no 

las faltas por ellos cometidas, por cuanto de manera 
residual la Corte Suprema es la llamada a juzgar las 
grandes causas de tipo penal, en su condición de ór-
gano de cierre, como ya se anotó anteriormente, en 
parte obedece a la conclusión errónea con algunos 
expertos confunden el juicio especial político por in-
dignidad que busca separar del cargo a funcionarios 
que materializan conductas que atentan contra la im-
portante posición encomendada, con un proceso per 
se de tipo penal.

Simplemente se plantea que el requisito de proce-
dibilidad para que pueda ser ejercida la acción penal 
en cabeza de la Corte, sea limitado temporalmente en 
el Congreso de la República, mientras los altos dig-
natarios duren en el cargo y siempre que los hechos 
guarden relación con sus competencias constitucio-
nales y legales, como se lee a continuación:

“Artículo 7°. El artículo 174 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo. 174. Corresponde al Senado conocer de 
las acusaciones por indignidad en el cargo basa-
das en faltas que constituyen ordinariamente falta 
disciplinaria  scal o delito  que formule la Cámara 
de Representantes contra el Presidente de la Repú-
blica o quien haga sus veces; contra el Vicepresi-
dente de la República, los magistrados de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del 
Consejo de Estado y del Tribunal de Aforados, del 
Consejo Nacional Electoral, Registrador Nacional 
del Estado Civil, Procurador General de la Nación, 
del Defensor del Pueblo, Contralor General de la 
República y Fiscal General de la Nación mientras 
duren en el ejercicio de sus cargos, y solo por he-
chos relacionados a sus funciones constitucionales 
y legales, excepto las del Presidente de la Repúbli-
ca. En estos casos, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.
2 Sentencia C-545 de 2008. 

El Senado deberá aprobar, mediante voto secreto, 
por mayoría absoluta de sus miembros, si procede la 
acusación que presenta la Cámara de Representan-
tes contra el funcionario investigado por el Tribu-
nal de Aforados, de ser aprobada la acusación por 
indignidad, dentro del juicio político, se procederá 
conforme a lo establecido en el artículo 175”.

Quiere decir lo anterior que una vez culminados 
-

dos por la Comisión Legal de Investigación y Acu-
saciones -próximamente Tribunal de Aforados-, esta 
pierde automáticamente el conocimiento y debe re-
mitir las diligencias a la Corte Suprema de Justicia, 

-
cesados, si hubiere lugar a ello.

7. Sistema de listas cerradas: participación pa-
ritaria de género3

Celebramos que el Gobierno Nacional tenga 
como prioridad establecer las listas cerradas para 
avanzar en el fortalecimiento de los partidos progra-
máticamente, con esta iniciativa del Gobierno Santos 
garantiza un avance en el robustecimiento de la de-
mocracia, por lo cual apoyamos la lista cerrada.

A pesar del progreso que constituye establecer las 
listas cerradas en este proyecto de ley, es indispen-
sable indicar la posición de las mujeres en las listas, 
porque está demostrado en experiencias internacio-
nales que si no se determina con claridad su posición 
en las mismas, serán mayoritariamente inscritas en 
los lugares o renglones donde existe baja probabi-
lidad de que sean electas. La experiencia colombia-
na es igual: depende solo de la voluntad política del 
movimiento o líder, en los casos positivos, como lo 
ha hecho el Movimiento político MIRA y el Cen-
tro Democrático en su reciente aparición en el actual 
Congreso. Los demás partidos, que recurren a lista 
cerrada, sin mayor voluntad suelen inscribirlas en 
renglones de poca o nula opción.

Hoy el Congreso de la República está integrado 
por tan solo 55 mujeres, lo que representa el 21% 
de su totalidad. Es decir, las mujeres no son ni una 
cuarta parte en el principal escenario de la demo-
cracia colombiana. En Asambleas Departamentales 
y Concejos Municipales solo el 18% y el 16% fue-
ron mujeres electas, respectivamente. A diciembre 
de 2013 según la Unión Parlamentaria Internacional, 
Colombia ocupa, en cuanto a participación de muje-
res en el parlamento, el lugar 90 entre 136 países 
del mundo, dos puestos más abajo que Sierra Leona 
y el tercero más bajo de América Latina.

Por tal razón, son fundamentales los principios 
democráticos que están en la base de este proyecto 
para hacer efectiva la participación política de las 
mujeres: paridad, alternancia y universalidad.

La Paridad es una apuesta por garantizar cohe-
rencia en el discurso democrático que durante déca-
das ha apelado a la igualdad entre las personas, y 
así, garantizar las condiciones para la participación 
política de las mujeres y su acceso a los escenarios 
3 Gran parte de la información aquí consignada es tomada 

textualmente de la publicación de octubre de 2013 del 
Grupo de Trabajo de Inclusión y Representación Política 
de la Mesa de Género de la Cooperación Internacional 
en Colombia.
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de toma de decisión, en un país en donde hay 49% 
de hombres frente a 51% de mujeres. El porcentaje 

derechos de las mujeres y la paridad democrática. En 
Latinoamérica cinco países han incorporado la pari-
dad a nivel estatal, Bolivia, Ecuador y México, Costa 
Rica y Nicaragua.

La Alternancia, que pretende generar mecanis-
mos institucionales para garantizar el acceso efectivo 
de las mujeres a los escenarios de toma de decisión 
y reconoce la igualdad dentro del sistema democrá-
tico por medio de la posición alternada de mujeres 
y hombres en las listas. Lograr la alternancia con-
tribuye a promover los liderazgos de las mujeres y 
a visibilizar su presencia en las listas. La alternancia 
puede establecerse tanto en listas abiertas como ce-
rradas o semicerradas.

Y por último, el principio de Universalidad, que 
exhorta aplicar la paridad en las listas buscando que 
esta se exija en todas las circunscripciones del país 
(departamental, municipal y local), no únicamente 
en el ámbito nacional o en circunscripciones gran-
des. Este proyecto puede garantizar que las medidas 

necesario garantizar que aplique para todas las cir-
cunscripciones. Justamente los estudios sobre siste-
mas electorales señalan que es en las circunscripcio-
nes más pequeñas en las que se requieren medidas 

La implementación del sistema de cuotas elec-
torales hecha en 2011 generó un impacto positivo 

presentaron como candidatas en las dos últimas elec-
ciones. Por esta razón, es fundamental promover que 
esto ocurra en todo el país, y de esta manera incen-
tivar mejorar el resultado de las pasadas elecciones 
nacionales, que en departamentos como Amazonas, 
Cauca, Risaralda, Cesar y Guajira tuvieron menos 
del 20% de mujeres en sus listas para la Cámara de 
Representantes.

8. Aspectos relativos a la silla vacía

extender la medida de pérdida de la curul o cargo 
público -silla vacía- al ciudadano electo y correspon-
sablemente al partido o movimiento político avalista, 
por la comisión de conductas punibles atentatorias 
de la administración pública.

costos políticos e incrementar los niveles de sanción 

funcionarios que cometen actos de corrupción ya que 
entre mayor sea el nivel de responsabilidad política 
y jurídica, menores serán los incentivos para admitir 
en los partidos a militantes potencialmente compro-
metidos con la comisión de delitos contra la adminis-
tración pública.

aberrantes casos de corrupción administrativa -por 
ejemplo el carrusel de la contratación en Bogotá- 
donde servidores públicos electos han desplegado 
conductas como prevaricato, cohecho, peculado, ce-

-
cias, entre otros. Algunos han sido condenados, pero 

su curules han sido rescatadas por el mismo parti-
do político que los avaló, sin que hasta el momento 
dicho partido sea efectivamente responsable por el 
aval otorgado a quienes atentan contra bienes jurídi-
cos protegidos que revisten una trascendental tarea 
de salvaguardia de la moralidad e integridad de prin-
cipios y valores propios del Estado Social de Dere-

pública y de los recursos del erario público.
Finalmente llama poderosamente la atención que 

el Gobierno Nacional, haya promovido de manera 
paralela otro proyecto que busca desequilibrar osten-
siblemente el orden constitucional, que falazmente 
dice equilibrar esta iniciativa, como es el proyecto 

alcaldes y gobernadores. Enviando el Presidente, un 
nefasto mensaje a la colectividad, similar al de la an-
tigua reforma a la justicia.

9. PLIEGO DE MODIFICACIONES AL 
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚ-
MERO 153 DE 2014 CÁMARA, 018 DE 2014 
SENADO, ACUMULADO CON LOS PROYEC-
TOS DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 
DE 2014 SENADO, 04 DE 2014 SENADO, 05 DE 
2014 SENADO, 06 DE 2014 SENADO Y 12 DE 
2014 SENADO, 
por medio del cual se adopta una reforma de equi-
librio de poderes y reajuste institucional y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese los incisos segundo, 

séptimo, octavo y agréguese un parágrafo transi-
torio al artículo 107 de la Constitución, los cuales 
quedarán así:

Inciso 2°. En ningún caso se permitirá a los ciu-
dadanos pertenecer simultáneamente a más de un 
partido o movimiento político con personería jurídi-
ca, la misma prohibición, la tendrán los promotores 

que participen electoralmente.
Inciso 7°. Los Partidos y Movimientos Políticos 

con personería jurídica y los promotores de los gru-

por toda violación o contravención a las normas que 
-

ción, así como también, por avalar candidatos a car-
gos o Corporaciones Públicas de elección popular, 
quienes hayan sido o fueren condenados durante el 
periodo del cargo al cual se avaló mediante sen-
tencia ejecutoriada en Colombia o en el exterior por 
cualquiera de los siguientes delitos: los relacionados 

dolosos cometidos contra la administración pública, 
contra el patrimonio del Estado, los mecanismos de 
participación democrática o los de lesa humanidad 
Siempre y cuando en el momento de concesión 
del aval se encuentre vigente medida de asegu-
ramiento privativa de la libertad. y los delitos de 
crímenes de guerra y genocidio.

Parágrafo transitorio. El Gobierno Nacional, 
con la concurrencia de los Partidos Políticos con 
personería jurídica vigente, presentarán al Congreso 
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de la República en los seis (6) meses siguientes de 
entrada en vigencia del presente acto legislativo, un 
proyecto de ley estatutaria en el que se consagren los 
derechos, deberes, prohibiciones y sanciones a los 
Militantes, miembros de bancadas y directivos de los 
Partidos Políticos que incurran en doble militancia.

Artículo 2°. Adiciónese el siguiente texto al ar-
tículo 112 de la Constitución Política:

El candidato al cargo de Presidente y Vicepresi-
dente de la República, Gobernador de Departamen-
to, Alcalde Distrital y Alcalde Municipal que en or-
den descendente le siga en votos a quien la Organi-
zación Electoral declare elegido en el mismo cargo, 
tendrá el derecho personal de ocupar una curul en el 
Senado, Cámara de Representantes, Asamblea De-
partamental, Concejo Distrital y Concejo Municipal, 
respectivamente, durante el período para el cual se 
hizo la correspondiente elección.

Las curules, así asignadas en el Senado de la Re-
pública y la Cámara de Representantes serán adicio-
nales a las previstas en los artículos 171 y 176. Las 
demás curules no aumentarán el número de miem-
bros de dichas Corporaciones.

Artículo nuevo. Agréguese al siguiente texto al 
artículo 113 de la Constitución Política, así: 

Quien haya ocupado el cargo de Magistrado 
de la Corte Constitucional, Corte Suprema de 
Justicia, Consejo de Estado, Consejo Superior de 
la Judicatura, Consejo Nacional Electoral, Tribu-
nal de Aforados, Fiscal General de la Nación, Pro-
curador General de la Nación, Contralor General 
de la República, Defensor del Pueblo, Registrador 
Nacional del Estado Civil y Auditor General de la 
República, no podrá ocupar, dentro de los dos (2) 
años siguientes contados a partir de la fecha en 
que cesen en el ejercicio de sus funciones, ningún 
otro de los cargos contenidos en este artículo, ni 
los cargos de Ministro de Despacho, Director de 
Departamento Administrativo o Superintenden-
te; así como tampoco podrá postularse para car-
gos de elección popular ni reelegirse en su cargo.

Los Contralores Departamentales, Distritales 
y Municipales, así como los Personeros Distrita-
les y Municipales, tampoco podrán postularse a 
cargos de elección popular dentro de la misma 
circunscripción, ni ser reelegidos en sus cargos.

Nadie podrá ser Edil, Concejal, Diputado, Re-
presentante a la Cámara o Senador de la Repúbli-
ca por más de tres periodos, sean estos continuos 
o discontinuos.

Artículo 3°. Modifíquese el inciso 5° del artícu-
lo 122 de la Constitución:

Inciso 5°. Sin perjuicio de las demás sanciones 
que establezca la ley, no podrán ser inscritos como 
candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, 
ni designados como servidores públicos, ni celebrar 
personalmente, o por interpuesta persona, contra-
tos con el Estado, quienes hayan sido condenados, 
en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que 
afecten el patrimonio del Estado o que hayan sido 
condenados en cualquier tiempo, por cualquiera de 
los delitos señalados en el artículo 107 de la Cons-
titución Política. Esta prohibición se aplica también 
a las personas que se encuentren afectadas con me-

dida de aseguramiento privativa de la libertad por 
cualquiera de los delitos relacionados en el artículo 
107 de la Constitución Política, mientras esta medida 
esté vigente.

Artículo 4°. El artículo 126 de la Constitución 
el cual quedará así:

Los servidores públicos no podrán nombrar como 
funcionarios públicos ni celebrar contratos estatales 
con personas con las cuales tengan parentesco hasta 

-
nidad, primero civil, o con quien estén ligados por 
matrimonio o unión permanente.

Tampoco podrán nombrar, o postular como fun-
cionarios públicos o celebrar contratos estatales con 
personas que hayan intervenido en su designación o 
postulación, ni a personas que tengan con estas los 
mismos vínculos señalados en el inciso anterior.

Se exceptúan de lo previsto en este artículo los 
nombramientos que se hagan en aplicación de las 
normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos.

La elección de altos dignatarios como el Con-
tralor General de la República, el Procurador 
General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el 
Auditor General de la República, será a cargo del 
Congreso de la República en Pleno de terna pre-
cedida de una convocatoria pública y un concurso 
de méritos a cargo de la Comisión Nacional del 
Servicio Civil para el período constitucional co-
rrespondiente, en el
y se realice un proceso de selección que garantice los 
principios de transparencia, publicidad, participación 
ciudadana, moralidad administrativa y equidad de 
género. Lo anterior sin perjuicio de los requisitos 
constitucionales exigidos para ocupar cada cargo.

Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 130 de 
la Constitución Política el cual quedará así:

Habrá una Comisión Nacional del Servicio Civil 
responsable de la administración y vigilancia de las 
carreras de los servidores públicos, excepción hecha 
de las que tengan carácter especial.

La elección de altos dignatarios de período jo 
constitucional, como el Contralor General de la 
República, el Procurador General de la Nación, 
el Defensor del Pueblo y el Auditor General de la 
República deberá estar precedida de una convo-
catoria pública y un concurso de méritos a cargo 
de la Comisión Nacional del Servicio Civil, con-
forme a las reglas del artículo 126.

Corresponde al legislador, previamente, ga-
rantizar mediante ley de la República los aspec-
tos técnicos, nancieros, presupuestales y proce-
dimentales de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil.

Artículo 5°. Deróguense los incisos 5° y 6° del 
artículo 127 de la Constitución.

Artículo 6°. El artículo 134 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 134. Los miembros de las Corporacio-
nes Públicas de elección popular no tendrán suplen-
tes. Solo podrán ser reemplazados en caso de muerte, 
incapacidad física absoluta para el ejercicio del car-
go, declaración de nulidad de la elección, renuncia 



GACETA DEL CONGRESO  778  Lunes, 1º de diciembre de 2014 Página 11

sanción disciplinaria consistente en destitución, pér-
dida de investidura y condena penal por delitos dis-
tintos a los citados en el artículo 107 de la Constitu-
ción Política.

Sólo podrán ser remplazados temporalmente por 
licencia de maternidad o medida de aseguramiento 
privativa de la libertad por delitos distintos a los cita-
dos en el artículo 107 de la Constitución Política. Las 
demás faltas temporales no darán lugar a reemplazo.

En tales casos, el titular será reemplazado por el 
candidato no elegido que, según el orden de inscrip-
ción, le siga en forma sucesiva y descendente en la 
misma lista electoral.

Como consecuencia de la regla general estableci-
da en el presente artículo, no podrá ser reemplazado 
un miembro de una corporación pública de elección 
popular a partir del momento en que le sea proferida 
orden de captura, dentro de un proceso penal al cual 
se le vinculare formalmente, por los delitos relacio-
nados en el artículo 107, la sentencia condenatoria 

-
rul para el partido al que pertenezca el miembro de la 
Corporación Pública.

La renuncia de un miembro de corporación pú-
blica de elección popular, cuando se le haya iniciado 
vinculación formal por delitos cometidos en Colom-
bia o en el exterior, relacionados en el artículo 107, 
generará la pérdida de su calidad de congresista, di-
putado, concejal o edil, y no producirá como efecto 
el ingreso de quien corresponda en la lista.

Cuando ocurra alguna de las circunstancias que 
implique que no pueda ser reemplazado un miembro 
elegido a una Corporación Pública, para todos los 
efectos de conformación de quórum, se tendrá como 
número de miembros la totalidad de los integrantes 
de la Corporación con excepción de aquellas curules 
que no puedan ser reemplazadas. La misma regla se 
aplicará en los eventos de impedimentos o recusacio-
nes aceptadas.

Si por faltas absolutas, que no den lugar a reem-
plazo, los miembros de cuerpos colegiados elegidos 
por una misma circunscripción electoral quedan re-
ducidos a la mitad o menos, el Gobierno convocará a 
elecciones para llenar las vacantes, siempre y cuando 
falten más de dieciocho (18) meses para la termina-
ción del periodo.

Parágrafo transitorio. El régimen de reempla-
zos establecido en el presente artículo se aplicará 
para las investigaciones judiciales que se iniciaron a 
partir de la vigencia del Acto Legislativo número 01 
de 2009, con excepción de las relacionadas con deli-
tos contra la administración pública que se aplicarán 
para las iniciadas a partir de la vigencia del presente 
acto legislativo.

Artículo 7°. Modifíquese el inciso primero del 
artículo 171 de la Constitución Política:

El Senado de la República estará integrado por 
cien miembros. Habrá un senador elegido en circuns-
cripción departamental por cada uno de los depar-
tamentos con menos de 500.000 habitantes, que se 
elegirá de acuerdo con el último censo poblacional; 
los demás se elegirán por circunscripción nacional.

Artículo 8°. Adiciónese un inciso segundo del 
artículo 172 de la Constitución Política:

Inciso 2°. Sólo podrán ser candidatos a ocupar las 
curules del Senado por circunscripción departamen-
tal, quienes hayan estado domiciliados en el respecti-
vo departamento, por lo menos durante los dos años 
anteriores a fecha de la inscripción.

Artículo 9°. El artículo 174 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de 
las acusaciones que formule la Cámara de Represen-
tantes contra el Presidente de la República o quien 
haga sus veces; contra el Vicepresidente de la Repú-
blica; contra los Magistrados de la Corte Constitu-
cional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo 
de Estado, del Consejo Superior de la Judicatura, 
del Consejo Nacional de Disciplina Judicial y del 
Tribunal de Aforados; contra el Procurador General 
de la Nación; contra el Defensor del Pueblo; contra 
el Contralor General de la República y contra el Fis-
cal General de la Nación; mientras duren en el ejer-
cicio de sus cargos. En este caso, será competente 
para conocer los hechos u omisiones ocurridos en el 
desempeño de los mismos. El Presidente de la Repú-
blica mantendrá el fuero constitucional aun cuando 
haya cesado en el ejercicio de su cargo.

El Congreso deberá expedir una ley mediante 
la cual se regule el juzgamiento de los altos digna-
tarios y en todo caso dicha ley deberá garantizar 
la independencia e inviolabilidad de las decisiones 
judiciales de los órganos de cierre.

El Senado deberá aprobar, mediante voto secreto, 
por mayoría absoluta de sus miembros, si procede la 
acusación que presenta la Cámara de Representantes 
contra el funcionario investigado por el Tribunal de 
Aforados. De ser aprobada la acusación se procederá 
conforme a lo establecido en el artículo 175.

Artículo 10. El artículo 176 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 176. La Cámara de Representantes se 
elegirá en circunscripciones territoriales y circuns-
cripciones especiales. Habrá dos representantes por 
cada circunscripción territorial y uno más por cada 
365.000 habitantes o fracción mayor de 182.500 que 
tengan en exceso sobre los primeros 365.000.

Para la elección de Representantes a la Cámara, 
cada Departamento y el Distrito Capital de Bogotá 
conformarán una circunscripción territorial.

Las circunscripciones especiales asegurarán la 
participación en la Cámara de Representantes de 
los grupos étnicos y los colombianos residentes en 
el exterior. Mediante estas circunscripciones se ele-
girán cinco (5) Representantes, distribuidos así: dos 
(2) por la circunscripción de las comunidades afro-
descendientes, uno (1) por la circunscripción de las 
comunidades indígenas, uno (1) por la circunscrip-
ción departamental especial de la comunidad raizal 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y uno 
(1) por la circunscripción internacional. En esta últi-
ma, solo se contabilizarán los votos depositados fue-
ra del territorio nacional por ciudadanos residentes 
en el exterior.
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Parágrafo 1°. A partir de 2014, la base para la 
asignación de las curules adicionales se ajustará en 
la misma proporción del crecimiento de la población 
nacional, de acuerdo con lo que determine el censo. 
Le corresponderá a la organización electoral ajustar 
la cifra para la asignación de curules.

Parágrafo 2°. Si como resultado de la aplicación 
de la fórmula contenida en el presente artículo, una 
circunscripción territorial pierde una o más curules, 
mantendrá las mismas que le correspondían a 20 de 
julio de 2002.

Parágrafo transitorio. El Congreso de la Repú-
blica reglamentará la circunscripción internacional y 
la de la minoría étnica que representan los raizales 
del archipiélago de San Andrés y Providencia a más 
tardar el 15 de diciembre de 2015; caso contrario, lo 
hará el Gobierno Nacional dentro de los quince (15) 
días siguientes a esa fecha.

Artículo 11. Elimínese el artículo once del texto 
aprobado en la Comisión Primera de Cámara de 
Representantes.

Artículo 12. Elimínese el artículo doce del tex-
to aprobado en la Comisión Primera de la Cáma-
ra de Representantes.

Artículo 13. El artículo 197 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 197. No podrá ser elegido Presidente de 
la República el ciudadano que a cualquier título hu-
biere ejercido la Presidencia. Esta prohibición no co-
bija al Vicepresidente cuando la ha ejercido por me-
nos de tres meses en forma continua o discontinua, 
durante el cuatrienio. La prohibición de la reelección 
sólo podrá ser reformada o derogada mediante refe-
rendo o asamblea constituyente.

No podrá ser elegido Presidente de la República o 
Vicepresidente quien hubiere incurrido en alguna de 
las causales de inhabilidad consagradas en los nume-
rales 1, 4 y 7 del artículo 179, ni el ciudadano que un 
año antes de la elección haya tenido la investidura de 
Vicepresidente o ejercido cualquiera de los siguien-
tes cargos:

Ministro, Director de Departamento Administra-
tivo, Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, de 
la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, del 
Tribunal de Aforados, Consejo Nacional de Discipli-
na Judicial, o del Consejo Nacional Electoral, Pro-
curador General de la Nación, Defensor del Pueblo, 
Contralor General de la República, Fiscal General 
de la Nación, Registrador Nacional del Estado Ci-
vil, Comandantes de las Fuerzas Militares, Director 
General de la Policía, Gobernador de Departamento 
o Alcaldes.

Artículo 14. Elimínense los incisos segundo y 
tercero del artículo 204 de la Constitución Política.

Artículo 15. El artículo 231 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Su-
prema de Justicia y del Consejo de Estado serán 
elegidos por la respectiva Corporación mediante la 
votación superior a las tres quintas partes de sus 
miembros en ejercicio, en el momento de la elec-
ción de lista de diez elegibles elaborada por concur-

so de méritos por oposición adelantada por la Sala 
de Gobierno Judicial.

En el conjunto de procesos de selección de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se atenderá el criterio de adecua-
do equilibrio entre quienes provienen del ejercicio 
profesional, de la rama judicial y de la academia. La 
ley o en su defecto, la reglamentación que expida la 
Sala de Gobierno Judicial, tomará las previsiones 
necesarias para dar cumplimiento a este criterio de 
integración.

La Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Es-
tado tendrán un plazo de dos meses a partir de la pre-
sentación de la lista para elegir a cada Magistrado. 
En caso de no elegir al Magistrado en dos meses, la 
Sala de Gobierno Judicial deberá realizar la elección 
correspondiente, para lo cual contará con un plazo 
de un mes.

Parágrafo transitorio. La ley que reglamenta-
rá el proceso de concurso que deberá ser expedida 
durante el año siguiente a la vigencia de este acto 
legislativo. Mientras esta ley es expedida, la Sala de 
Gobierno Judicial reglamentará provisionalmente el 
proceso de concurso.

Artículo 16. Modifíquese el numeral cuarto y 
adiciónese un numeral quinto al artículo 232 de la 
Constitución Política que quedarán así:

4. Haber desempeñado, durante veinticinco años 
o veinte años a quien haya culminado un doctora-
do, cargos en la Rama Judicial o en el Ministerio Pú-
blico, o haber ejercido con buen crédito por el mismo 
tiempo, la profesión de abogado o la cátedra univer-
sitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos 

5. No haber desempeñado en propiedad el cargo 
de Magistrado de la Corte Constitucional, de la Cor-
te Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, del 
Tribunal de Aforados, Consejo Nacional Electoral o 
Consejo Nacional de Disciplina Judicial.

Artículo 17. El artículo 233 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Cons-
titucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado serán elegidos para un periodo de 
ocho años, permanecerán en el ejercicio de sus car-
gos mientras observen buena conducta, tengan rendi-
miento satisfactorio y no hayan llegado a la edad de 
setenta años. No podrán ser reelegidos.

Quien haya ejercido en propiedad el cargo de Ma-
gistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Su-
prema de Justicia, del Consejo de Estado y del Con-
sejo Nacional de Disciplina Judicial no podrá desem-
peñar el cargo de Ministro del Despacho, Magistrado 
del Consejo Nacional Electoral, Fiscal General de la 
Nación, Procurador General de la Nación, Contralor 
General de la República, Defensor del Pueblo, Au-
ditor General de la República o Registrador Nacio-
nal del Estado Civil, ni aspirar a cargos de elección 
popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.

Artículo 18. Elimínese el artículo dieciocho del 
texto aprobado en la Comisión Primera de la Cá-
mara de Representantes.



GACETA DEL CONGRESO  778  Lunes, 1º de diciembre de 2014 Página 13

Artículo 19. Elimínese el artículo diecinueve 
del texto aprobado en la Comisión Primera de la 
Cámara de Representantes.

Artículo 20. Elimínese el artículo veinte del 
texto aprobado en la Comisión Primera de Cáma-
ra de Representantes.

Artículo 21. Elimínese el artículo veintiuno del 
texto aprobado en la Comisión Primera de Cáma-
ra de Representantes.

Artículo 22. Elimínese el artículo veintidós del 
texto aprobado en la Comisión Primera de Cáma-
ra de Representantes.

Artículo 23. Elimínese el artículo veintitrés del 
texto aprobado en la Comisión Primera de Cáma-
ra de Representantes.

Artículo 24. El artículo 262 de la Constitución 
Política pasará a ser el 261.

Artículo 25. El artículo 263 de la Constitución 
Política pasará a ser 262 y quedará así:

Artículo 262. Para todos los procesos de elección 
popular, los Partidos y Movimientos Políticos y los 

-
tar, listas y candidatos únicos, cuyo número de in-
tegrantes no podrá exceder el de curules o cargos a 
proveer en la respectiva elección.

Los Partidos y Movimientos Políticos con per-
sonería jurídica que sumados hayan obtenido 
en las elecciones anteriores, una votación que no 
supere el quince por ciento (15%) de los votos 
válidos de la respectiva circunscripción, podrán 
presentar lista de candidatos en coalición para 
corporaciones públicas. Si obtienen los votos a 
Senado o Cámara de Representantes previstos en 
el artículo 108 ambos mantendrán sus persone-
rías, pero la votación se dividirá en partes iguales 
a efectos de determinar la nanciación estatal de 
su funcionamiento, el anticipo de nanciación de 
campañas electorales y el acceso a espacios en me-
dios de comunicación.

Las listas serán cerradas y bloqueadas. La selec-
ción de los candidatos de los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica se hará mediante 
mecanismos de democracia interna consagrados en 
la ley y en su defecto, en los correspondientes esta-
tutos. En las listas se deberán observar los prin-
cipios de paridad, alternancia y universalidad, 
en consecuencia no podrán sucederse de manera 
consecutiva dos personas del mismo género.

Los partidos políticos, los movimientos políticos 

realizar consultas para la selección de sus candidatos 
al Congreso de la República, 14 semanas antes de 
las elecciones. En este caso, el orden de las listas se 
determinará de mayor a menor número de votos ob-
tenidos por los candidatos. Estas consultas contarán 

preponderantemente estatal.

de la República será preponderantemente estatal. 
Corresponde a los Partidos y movimientos políticos, 

-
ñas. En consecuencia, sólo ellos pueden obtener cré-
ditos, recaudar recursos y realizar gastos. En ningún 

caso podrán hacerlo los candidatos. Los anticipos 
correspondientes se entregarán dentro de los 15 días 
siguientes a la inscripción de la respectiva lista.

Para garantizar la equitativa representación de los 
-

tivos de ciudadanos, las curules de las Corporaciones 
Públicas se distribuirán mediante el sistema de cifra 
repartidora entre las listas de candidatos que supe-
ren un mínimo de votos que no podrá ser inferior al 
tres por ciento (3%) de los sufragados para Senado 
de la República o al cincuenta por ciento (50%) del 
cuociente electoral en el caso de las demás Corpo-
raciones, conforme lo establezcan la Constitución y 
la Ley.

Cuando ninguna de las listas de aspirantes supere 
el umbral, las curules se distribuirán de acuerdo con 
el sistema de cifra repartidora.

La ley reglamentará los demás efectos de esta ma-
teria.

Las listas para Corporaciones en las circunscripcio-
nes en la que se eligen hasta dos (2) miembros para la 
correspondiente Corporación, podrán estar integradas 
hasta por tres (3) candidatos. En las circunscripciones 
en las que se elige un miembro, la curul se adjudicará 
a la lista mayoritaria. En las circunscripciones en las 
que se eligen dos miembros se aplicará el sistema de 
cuociente electoral entre las listas que superen en vo-
tos el 30% de dicho cuociente.

Las faltas absolutas serán suplidas por los candi-
datos según el orden de inscripción, en forma sucesi-
va y descendente.

Parágrafo transitorio. En las elecciones territoria-
les del año 2015 los partidos y movimientos políticos 

ciudadanos podrán presentar listas con voto prefe-
rente en los términos establecidos en el artículo 13 
del Acto Legislativo 01 de 2003.

En las elecciones para Corporaciones Públicas 
que se realicen a partir del 1 de enero de 2016 y has-
ta el 31 de diciembre de 2021, los partidos y movi-
mientos políticos con personería jurídica y los gru-

mecanismo del voto preferente.
Los votos que no haya sido atribuidos por el elec-

tor a ningún candidato en particular se contabilizarán 
a favor de la respectiva lista para efectos de la apli-
cación de las normas sobre umbral y cifra repartido-
ra, y se computarán, hasta agotarse, a favor de los 
candidatos en orden de inscripción y hasta la cuantía 
necesaria para que completen una cifra repartidora 
en sus votaciones personales. La lista se reordenará 
de acuerdo con la cantidad de votos obtenidos por 
cada candidato.

Las faltas serán suplidas según el orden de ins-
cripción o votación, en formas sucesiva y descen-
dente, según se trate de lista cerrada o bloqueada o 
con voto preferente.

Artículo 26. Modifíquese el inciso cuatro del 
artículo 263 A, que pasará a ser el 263 de la Cons-
titución Política

Inciso 4°. Los partidos políticos, movimientos 
-

dicarán al momento de la inscripción de la lista, los 
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candidatos que representan a los departamentos de 
que trata el inciso primero del artículo 171, la curul 
que les corresponde será asignada sin consideración 
del orden de inscripción al candidato respectivo de la 
lista nacional que obtenga la mayoría relativa de los 
votos en el respectivo departamento y respetando 
siempre el principio de paridad en las listas. Sus 
faltas serán suplidas, en caso de que haya lugar, de 
conformidad con el artículo 134.

Artículo 27. Elimínese el artículo veintisiete 
del texto aprobado en la Comisión Primera de 
Cámara de Representantes.

Artículo 28. El artículo 266 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 266. El Registrador Nacional del Estado 
Civil será escogido por los Presidentes de la Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el 
Consejo de Estado, mediante concurso de méritos 
organizado según la Ley. Su período será de cuatro 
(4) años, deberá reunir las mismas calidades que exi-
ge la Constitución Política para ser Magistrado de la 
Corte Suprema de Justicia y no haber ejercido fun-
ciones en cargos directivos en partidos o movimien-
tos políticos dentro de los cuatro años anteriores a 
su elección.

Quien haya ejercido en propiedad este cargo no 
podrá desempeñar el cargo de Contralor General de 
la República, Fiscal General de la Nación, Procu-
rador General de la Nación, del Consejo Nacional 
Electoral, Magistrado de la Corte Suprema de Justi-
cia, de la Corte Constitucional, del Consejo de Esta-
do, del Consejo Nacional de Disciplina Judicial o del 
Tribunal de Aforados, ni aspirar a cargos de elección 
popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.

No podrá ser reelegido y ejercerá las funciones 
que establezca la ley, incluida la dirección y organi-
zación de las elecciones, el registro civil y la iden-

contratos en nombre de la Nación, en los casos que 
aquella disponga.

La Organización Electoral estará conformada por 
servidores públicos que pertenezcan a una carrera 
administrativa especial a la cual se ingresará exclusi-
vamente por concurso de méritos y que preverá el re-

servicio. En todo caso, los cargos de responsabilidad 
administrativa o electoral serán de libre remoción, de 
conformidad con la Ley.

Artículo 29. El artículo 267 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 267. -
blica que ejercerá la Contraloría General de la Repú-

-
tración y de los particulares o entidades que manejen 
fondos o bienes de la Nación.

Dicho control se ejercerá en forma posterior y 
selectiva conforme a los procedimientos, sistemas 
y principios que establezca la ley. Esta podrá, sin 
embargo, autorizar que, en casos especiales, la vigi-
lancia se realice por empresas privadas colombianas 
escogidas por concurso público de méritos, y contra-
tadas previo concepto del Consejo de Estado.

-

la equidad y la valoración de los costos ambienta-
les. En los casos excepcionales, previstos por la ley, 
la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.

La Contraloría es una entidad de carácter técni-
co con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las in-
herentes a su propia organización.

El Contralor será elegido por el Congreso en 
Pleno en el primer mes de sus sesiones para un 
período igual al del Presidente de la República, 
de lista de elegibles conformada por convocato-
ria pública con base en lo dispuesto en el artículo 
126 de la Constitución, y no podrá ser reelegido 
ni continuar en ejercicio de sus funciones al ven-
cimiento del mismo.

Quien haya ejercido en propiedad este cargo no 
podrá desempeñar el cargo de Fiscal General de la 
Nación, Procurador General de la Nación, Contralor 
General de la República, Registrador Nacional del 
Estado Civil, Magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo 
de Estado, del Consejo Nacional Electoral, del 
Consejo Nacional de Disciplina Judicial, Auditor 
General de la República, Defensor del Pueblo o 
del Tribunal de Aforados, ni aspirar a cargos de 
elección popular sino un año después de haber ce-
sado en sus funciones.

Solo el Congreso puede admitir las renuncias que 
presente el Contralor y proveer las faltas temporales 

Para ser Contralor General de la República se re-
quiere ser colombiano de nacimiento y en ejercicio 
de la ciudadanía, tener título de pregrado y de maes-

vein-
ticinco  
relacionada con el cargo o veinte años a quienes 
acrediten estudios de doctorado.

No podrá ser elegido Contralor General quien sea 
o haya sido miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docen-
cia, en el año inmediatamente anterior a la elección. 
Tampoco podrá ser elegido quien haya sido condena-
do a pena de prisión por delitos comunes.

En ningún caso podrán intervenir en la postula-
ción o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 

candidatos.
Para ser Auditor General de la República se 

requieren las mismas calidades que para ser Con-
tralor General de la República.

Artículo 30. Modifíquense los incisos 4° y 5° 
del artículo 272 de la Constitución Política.

Inciso 4°. Los Contralores departamentales, dis-
tritales o municipales serán seleccionados por la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, mediante 
concurso público de méritos, conforme a las reglas 
previstas en el artículo 126 de la Constitución Po-
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lítica y a lo que señale la ley, para período igual al 
del gobernador o alcalde, según el caso.

Inciso 5°. Ningún contralor podrá ser reelegido. 
Los contralores departamentales, distritales y muni-
cipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las 
funciones atribuidas al Contralor General de la Re-
pública en el artículo 268 y podrán, según lo autorice 
la ley, contratar con empresas privadas colombianas 

Artículo 31. El artículo 276 de la Constitución 
quedará así:

Artículo 276. El Procurador General de la Na-
ción será elegido por el Congreso de la República, 
de acuerdo a las reglas de los artículos 126 y 130, 
para un periodo de cuatro años.

Para ser Procurador General se requiere ser 
colombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciu-
dadanía, tener título de abogado y de maestría en 
áreas a nes al campo y con al menos veinticinco 
años de experiencia profesional certi cada rela-
cionada con el cargo o veinte años a quienes acre-
diten estudios de doctorado.

Quien haya ejercido en propiedad este cargo no 
podrá ser reelegido, ni desempeñar el cargo de Con-
tralor General de la República, Fiscal General de la 
Nación, Registrador Nacional del Estado Civil, Ma-
gistrado de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte 
Constitucional, del Consejo de Estado, del Consejo 
Nacional Electoral, del Consejo Nacional de Disci-
plina Judicial o Tribunal de Aforados, ni aspirar a 
cargos de elección popular sino un año después de 
haber cesado en sus funciones.

Artículo 32. Elimínese el artículo treinta y dos 
aprobado en la Comisión Primera de la Cámara 
de Representantes.

Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 279 de 
la Constitución Política, el cual quedará así:

Artículo 279. La ley determinará lo relativo a la 
estructura y al funcionamiento de la Procuraduría 
General de la Nación, regulará lo atinente al ingreso 
y concurso de méritos y al retiro del servicio, a las 
inhabilidades, incompatibilidades, denominación, 
calidades, remuneración y al régimen disciplinario 
de todos los funcionarios y empleados de dicho or-
ganismo.

Los Personeros distritales o municipales serán 
seleccionados por la Comisión Nacional del Servi-
cio Civil, mediante concurso público de méritos, 
conforme a las reglas previstas en el artículo 126 
de la Constitución Política y a lo que señale la ley, 
para período igual al del alcalde, según el caso.

Artículo 33 El artículo 281 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 281. El Defensor del Pueblo ejercerá 
sus funciones de manera autónoma. Será elegido, de 
acuerdo a los artículos 126 y 130 de la Constitu-
ción para un periodo de cuatro años.

Para ser Defensor del Pueblo se requiere ser 
colombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciu-
dadanía, tener título de abogado y de maestría en 
áreas a nes al campo y con al menos 25 años de 
experiencia profesional certi cada relacionada 

con el cargo o veinte años a quienes acrediten es-
tudios de doctorado.

Artículo 34. Elimínese el artículo treinta y cua-
tro del texto aprobado en la Comisión Primera de 
Cámara de Representantes.

Artículo 31. Vigencia. El presente acto legislati-
vo rige a partir de su promulgación.

9. Proposición
De acuerdo con las anteriores consideraciones, 

me permito solicitar a la Honorable plenaria de la 
Cámara de Representantes darle cuarto debate al 
Proyecto de Acto Legislativo número 153 de 2014 
Cámara, 18 de 2014 Senado, acumulado con los 
Proyectos de Acto Legislativo número 02 de 2014 
Senado, 04 de 2014 Senado, 05 de 2014 Senado, 06 
de 2014 Senado y 12 de 2014 Senado, por medio del 
cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes 
y reajuste institucional y se dictan otras disposicio-
nes,

Atentamente,

TEXTO PROPUESTO PARA CUARTO DEBA-
TE, AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 153 DE 2014 CÁMARA, 18 DE 2014 
SENADO, ACUMULADO CON LOS PROYEC-
TOS DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 
DE 2014 SENADO, 04 DE 2014 SENADO, 05 DE 
2014 SENADO, 06 DE 2014 SENADO Y 12 DE 

2014 SENADO
por medio del cual se adopta una reforma  

de equilibrio de poderes y reajuste institucional  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquense los incisos segundo, 
séptimo, octavo y agréguese un parágrafo transi-
torio al artículo 107 de la Constitución, los cuales 
quedarán así:

Inciso 2°. En ningún caso se permitirá a los ciu-
dadanos pertenecer simultáneamente a más de un 
partido o movimiento político con personería jurídi-
ca, la misma prohibición, la tendrán los promotores 

que participen electoralmente.
Inciso 7°. Los Partidos y Movimientos Políticos 

con personería jurídica y los promotores de los gru-

por toda violación o contravención a las normas que 
-

ción, así como también, por avalar candidatos a car-
gos o Corporaciones Públicas de elección popular, 
quienes hayan sido o fueren condenados mediante 
sentencia ejecutoriada en Colombia o en el exterior 
por cualquiera de los siguientes delitos: los relacio-

grupos armados ilegales y actividades de narcotrá-
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pública, contra el patrimonio del Estado, los meca-
nismos de participación democrática o los de lesa 
humanidad y los delitos de crímenes de guerra y ge-
nocidio.

Parágrafo transitorio. El Gobierno Nacional, 
con la concurrencia de los Partidos Políticos con 
personería jurídica vigente, presentarán al Congre-
so de la República en los seis (6) meses siguientes 
de entrada en vigencia del presente acto legislativo, 
un proyecto de ley estatutaria en el que se consa-
gren los derechos, deberes, prohibiciones y sancio-
nes a los Militantes, miembros de bancadas y direc-
tivos de los Partidos Políticos que incurran en doble 
militancia.

Artículo 2°. Adiciónese el siguiente texto al ar-
tículo 112 de la Constitución Política:

El candidato al cargo de Presidente y Vicepresi-
dente de la República, Gobernador de Departamen-
to, Alcalde Distrital y Alcalde Municipal que en or-
den descendente le siga en votos a quien la Organi-
zación Electoral declare elegido en el mismo cargo, 
tendrá el derecho personal de ocupar una curul en el 
Senado, Cámara de Representantes, Asamblea De-
partamental, Concejo Distrital y Concejo Municipal, 
respectivamente, durante el período para el cual se 
hizo la correspondiente elección.

Las curules, así asignadas en el Senado de la Re-
pública y la Cámara de Representantes, serán adicio-
nales a las previstas en los artículos 171 y 176. Las 
demás curules no aumentarán el número de miem-
bros de dichas Corporaciones.

Artículo 3°. Agréguese al siguiente texto al ar-
tículo 113 de la Constitución Política, así:

Quien haya ocupado el cargo de Magistrado de 
la Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia, 
Consejo de Estado, Consejo Superior de la Judicatu-
ra, Consejo Nacional Electoral, Tribunal de Afora-
dos, Fiscal General de la Nación, Procurador Gene-
ral de la Nación, Contralor General de la República, 
Defensor del Pueblo, Registrador Nacional del Esta-
do Civil y Auditor General de la República, no podrá 
ocupar, dentro de los dos (2) años siguientes conta-
dos a partir de la fecha en que cesen en el ejercicio de 
sus funciones, ningún otro de los cargos contenidos 
en este artículo, ni los cargos de Ministro de Des-
pacho, Director de Departamento Administrativo o 
Superintendente; así como tampoco podrá postularse 
para cargos de elección popular ni reelegirse en su 
cargo.

Los Contralores Departamentales, Distritales y 
Municipales, así como los Personeros Distritales y 
Municipales, tampoco podrán postularse a cargos de 
elección popular dentro de la misma circunscripción, 
ni ser reelegidos en sus cargos.

Nadie podrá ser Edil, Concejal, Diputado, Repre-
sentante a la Cámara o Senador de la República por 
más de tres periodos, sean estos continuos o discon-
tinuos.

Artículo 4°. Modifíquese el inciso 5° del artícu-
lo 122 de la Constitución:

Inciso 5°. Sin perjuicio de las demás sanciones 
que establezca la ley, no podrán ser inscritos como 
candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, 

ni designados como servidores públicos, ni celebrar 
personalmente, o por interpuesta persona, contra-
tos con el Estado, quienes hayan sido condenados, 
en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que 
afecten el patrimonio del Estado o que hayan sido 
condenados en cualquier tiempo, por cualquiera de 
los delitos señalados en el artículo 107 de la Cons-
titución Política. Esta prohibición se aplica también 
a las personas que se encuentren afectadas con me-
dida de aseguramiento privativa de la libertad por 
cualquiera de los delitos relacionados en el artículo 
107 de la Constitución Política, mientras esta medida 
esté vigente.

Artículo 5°. El artículo 126 de la Constitución 
el cual quedará así:

Los servidores públicos no podrán nombrar como 
funcionarios públicos ni celebrar contratos estatales 
con personas con las cuales tengan parentesco hasta 

-
nidad, primero civil, o con quien estén ligados por 
matrimonio o unión permanente.

Tampoco podrán nombrar, o postular como 
funcionarios públicos o celebrar contratos estata-
les con personas que hayan intervenido en su de-
signación o postulación, ni a personas que tengan 
con estas los mismos vínculos señalados en el in-
ciso anterior.

Se exceptúan de lo previsto en este artículo los 
nombramientos que se hagan en aplicación de las 
normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos.

La elección de altos dignatarios como el Contra-
lor General de la República, el Procurador General 
de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Auditor 
General de la República, será a cargo del Congreso 
de la República en Pleno de terna precedida de una 
convocatoria pública y un concurso de méritos a car-
go de la Comisión Nacional del Servicio Civil para el 
período constitucional correspondiente, en el que se 

selección que garantice los principios de transparen-
cia, publicidad, participación ciudadana, moralidad 
administrativa y equidad de género. Lo anterior sin 
perjuicio de los requisitos constitucionales exigidos 
para ocupar cada cargo.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 130 de la 
Constitución Política, el cual quedará así:

Habrá una Comisión Nacional del Servicio Civil 
responsable de la administración y vigilancia de las 
carreras de los servidores públicos, excepción hecha 
de las que tengan carácter especial.

constitucional, como el Contralor General de la 
República, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo y el Auditor General de la Re-
pública deberá estar precedida de una convocatoria 
pública y un concurso de méritos a cargo de la Co-
misión Nacional del Servicio Civil, conforme a las 
reglas del artículo 126.

Corresponde al legislador, previamente, garanti-
zar mediante ley de la República los aspectos téc-

de la Comisión Nacional del Servicio Civil.
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Artículo 7°. Deróguense los incisos 5° y 6° del 
artículo 127 de la Constitución.

Artículo 8°. El artículo 134 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 134. Los miembros de las Corporacio-
nes Públicas de elección popular no tendrán suplen-
tes. Solo podrán ser reemplazados en caso de muerte, 
incapacidad física absoluta para el ejercicio del car-
go, declaración de nulidad de la elección, renuncia 

sanción disciplinaria consistente en destitución, pér-
dida de investidura y condena penal por delitos dis-
tintos a los citados en el artículo 107 de la Constitu-
ción Política.

Sólo podrán ser remplazados temporalmente por 
licencia de maternidad o medida de aseguramiento 
privativa de la libertad por delitos distintos a los cita-
dos en el artículo 107 de la Constitución Política. Las 
demás faltas temporales no darán lugar a reemplazo.

En tales casos, el titular será reemplazado por el 
candidato no elegido que, según el orden de inscrip-
ción, le siga en forma sucesiva y descendente en la 
misma lista electoral.

Como consecuencia de la regla general estableci-
da en el presente artículo, no podrá ser reemplazado 
un miembro de una corporación pública de elección 
popular a partir del momento en que le sea proferida 
orden de captura, dentro de un proceso penal al cual 
se le vinculare formalmente, por los delitos relacio-
nados en el artículo 107, la sentencia condenatoria 

-
rul para el partido al que pertenezca el miembro de la 
Corporación Pública.

La renuncia de un miembro de corporación pú-
blica de elección popular, cuando se le haya iniciado 
vinculación formal por delitos cometidos en Colom-
bia o en el exterior, relacionados en el artículo 107, 
generará la pérdida de su calidad de congresista, di-
putado, concejal o edil, y no producirá como efecto 
el ingreso de quien corresponda en la lista.

Cuando ocurra alguna de las circunstancias que 
implique que no pueda ser reemplazado un miembro 
elegido a una Corporación Pública, para todos los 
efectos de conformación de quórum, se tendrá como 
número de miembros la totalidad de los integrantes 
de la Corporación con excepción de aquellas curules 
que no puedan ser reemplazadas. La misma regla se 
aplicará en los eventos de impedimentos o recusacio-
nes aceptadas.

Si por faltas absolutas, que no den lugar a reem-
plazo, los miembros de cuerpos colegiados elegidos 
por una misma circunscripción electoral quedan re-
ducidos a la mitad o menos, el Gobierno convocará a 
elecciones para llenar las vacantes, siempre y cuando 
falten más de dieciocho (18) meses para la termina-
ción del periodo.

Parágrafo transitorio. El régimen de reempla-
zos establecido en el presente artículo se aplicará 
para las investigaciones judiciales que se iniciaron a 
partir de la vigencia del Acto Legislativo número 01 
de 2009, con excepción de las relacionadas con deli-
tos contra la administración pública que se aplicarán 
para las iniciadas a partir de la vigencia del presente 
acto legislativo.

Artículo 9°. Modifíquese el inciso primero del 
artículo 171 de la Constitución Política:

El Senado de la República estará integrado por 
cien miembros. Habrá un senador elegido en circuns-
cripción departamental por cada uno de los depar-
tamentos con menos de 500.000 habitantes, que se 
elegirá de acuerdo con el último censo poblacional, 
los demás se elegirán por circunscripción nacional.

Artículo 10. Adiciónese un inciso segundo del 
artículo 172 de la Constitución Política:

Inciso 2°. Sólo podrán ser candidatos a ocupar las 
curules del Senado por circunscripción departamen-
tal, quienes hayan estado domiciliados en el respecti-
vo departamento, por lo menos durante los dos años 
anteriores a la fecha de la inscripción.

Artículo 11. El artículo 174 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo. 174. Corresponde al Senado conocer de 
las acusaciones que formule la Cámara de Represen-
tantes contra el Presidente de la República o quien 
haga sus veces; contra el Vicepresidente de la Repú-
blica; contra los Magistrados de la Corte Constitu-
cional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo 
de Estado, del Consejo Superior de la Judicatura y 
contra el Fiscal General de la Nación; mientras duren 
en el ejercicio de sus cargos. En este caso, será com-
petente para conocer los hechos u omisiones ocurri-
dos en el desempeño de los mismos. El Presidente de 
la República mantendrá el fuero constitucional aun 
cuando haya cesado en el ejercicio de su cargo.

El Congreso deberá expedir una ley mediante la 
cual se regule el juzgamiento de los altos dignatarios 
y en todo caso dicha ley deberá garantizar la inde-
pendencia e inviolabilidad de las decisiones judicia-
les de los órganos de cierre.

El Senado deberá aprobar, mediante voto secreto, 
por mayoría absoluta de sus miembros, si procede la 
acusación que presenta la Cámara de Representantes 
contra el funcionario investigado. De ser aprobada la 
acusación se procederá conforme a lo establecido en 
el artículo 175.

Artículo 12. El artículo 176 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 176. La Cámara de Representantes se 
elegirá en circunscripciones territoriales y circuns-
cripciones especiales. Habrá dos representantes por 
cada circunscripción territorial y uno más por cada 
365.000 habitantes o fracción mayor de 182.500 que 
tengan en exceso sobre los primeros 365.000.

Para la elección de Representantes a la Cámara, 
cada Departamento y el Distrito Capital de Bogotá 
conformarán una circunscripción territorial.

Las circunscripciones especiales asegurarán la 
participación en la Cámara de Representantes de 
los grupos étnicos y los colombianos residentes en 
el exterior. Mediante estas circunscripciones se ele-
girán cinco (5) Representantes, distribuidos así: dos 
(2) por la circunscripción de las comunidades afro-
descendientes, uno (1) por la circunscripción de las 
comunidades indígenas, uno (1) por la circunscrip-
ción departamental especial de la comunidad raizal 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y uno 
(1) por la circunscripción internacional. En esta últi-
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ma, solo se contabilizarán los votos depositados fue-
ra del territorio nacional por ciudadanos residentes 
en el exterior.

Parágrafo 1°. A partir de 2014, la base para la 
asignación de las curules adicionales se ajustará en 
la misma proporción del crecimiento de la población 
nacional, de acuerdo con lo que determine el censo. 
Le corresponderá a la organización electoral ajustar 
la cifra para la asignación de curules.

Parágrafo 2°. Si como resultado de la aplicación 
de la fórmula contenida en el presente artículo, una 
circunscripción territorial pierde una o más curules, 
mantendrá las mismas que le correspondían a 20 de 
julio de 2002.

Parágrafo transitorio. El Congreso de la Repú-
blica reglamentará la circunscripción internacional y 
la de la minoría étnica que representan los raizales 
del archipiélago de San Andrés y Providencia a más 
tardar el 15 de diciembre de 2015; caso contrario, lo 
hará el Gobierno Nacional dentro de los quince (15) 
días siguientes a esa fecha.

Artículo 13. El artículo 197 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 197. No podrá ser elegido Presidente de 
la República el ciudadano que a cualquier título hu-
biere ejercido la Presidencia. Esta prohibición no co-
bija al Vicepresidente cuando la ha ejercido por me-
nos de tres meses en forma continua o discontinua, 
durante el cuatrienio. La prohibición de la reelección 
sólo podrá ser reformada o derogada mediante refe-
rendo o asamblea constituyente.

No podrá ser elegido Presidente de la República o 
Vicepresidente quien hubiere incurrido en alguna de 
las causales de inhabilidad consagradas en los nume-
rales 1, 4 y 7 del artículo 179, ni el ciudadano que un 
año antes de la elección haya tenido la investidura de 
Vicepresidente o ejercido cualquiera de los siguien-
tes cargos:

Ministro, Director de Departamento Administra-
tivo, Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, de 
la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, del 
Tribunal de Aforados, Consejo Nacional de Discipli-
na Judicial, o del Consejo Nacional Electoral, Pro-
curador General de la Nación, Defensor del Pueblo, 
Contralor General de la República, Fiscal General 
de la Nación, Registrador Nacional del Estado Ci-
vil, Comandantes de las Fuerzas Militares, Director 
General de la Policía, Gobernador de Departamento 
o Alcaldes.

Artículo 14. Elimínense los incisos segundo y 
tercero del artículo 204 de la Constitución Política.

Artículo 15. El artículo 231 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Su-
prema de Justicia y del Consejo de Estado serán 
elegidos por la respectiva Corporación mediante 
la votación superior a las tres quintas partes de sus 
miembros en ejercicio, en el momento de la elección 
de lista de diez elegibles elaborada por concurso de 
méritos por oposición adelantada por la Sala de Go-
bierno Judicial.

En el conjunto de procesos de selección de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 

Consejo de Estado se atenderá el criterio de adecua-
do equilibrio entre quienes provienen del ejercicio 
profesional, de la rama judicial y de la academia. La 
ley o en su defecto, la reglamentación que expida la 
Sala de Gobierno Judicial, tomará las previsiones 
necesarias para dar cumplimiento a este criterio de 
integración.

La Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Es-
tado tendrán un plazo de dos meses a partir de la pre-
sentación de la lista para elegir a cada Magistrado. 
En caso de no elegir al Magistrado en dos meses, la 
Sala de Gobierno Judicial deberá realizar la elección 
correspondiente, para lo cual contará con un plazo 
de un mes.

Parágrafo Transitorio. La ley que reglamenta-
rá el proceso de concurso que deberá ser expedida 
durante el año siguiente a la vigencia de este Acto 
Legislativo. Mientras esta ley es expedida, la Sala de 
Gobierno Judicial reglamentará provisionalmente el 
proceso de concurso.

Artículo 16. Modifíquese el numeral cuarto y 
adiciónese un numeral quinto al artículo 232 de la 
Constitución Política que quedarán así:

4. Haber desempeñado, durante veinticinco años 
o veinte años a quien haya culminado un doctorado, 
cargos en la Rama Judicial o en el Ministerio Públi-
co, o haber ejercido con buen crédito por el mismo 
tiempo, la profesión de abogado o la cátedra univer-
sitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos 

Artículo 17. El artículo 233 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Cons-
titucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado serán elegidos para un periodo de 
ocho años, permanecerán en el ejercicio de sus car-
gos mientras observen buena conducta, tengan rendi-
miento satisfactorio y no hayan llegado a la edad de 
setenta años. No podrán ser reelegidos.

Artículo 18. El artículo 262 de la Constitución 
Política pasará a ser el 261.

Artículo 19. El artículo 263 de la Constitución 
Política pasará a ser 262 y quedará así:

Artículo 262. Para todos los procesos de elección 
popular, los Partidos y Movimientos Políticos y los 

-
tar, listas y candidatos únicos, cuyo número de in-
tegrantes no podrá exceder el de curules o cargos a 
proveer en la respectiva elección.

Los Partidos y Movimientos Políticos con per-
sonería jurídica que sumados hayan obtenido en las 
elecciones anteriores, una votación que no supere el 
quince por ciento (15%) de los votos válidos de la 
respectiva circunscripción, podrán presentar lista de 
candidatos en coalición para corporaciones públicas. 
Si obtienen los votos a Senado o Cámara de Repre-
sentantes previstos en el artículo 108 ambos manten-
drán sus personerías, pero la votación se dividirá en 

-
ción de campañas electorales y el acceso a espacios 
en medios de comunicación.
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Las listas serán cerradas y bloqueadas. La selec-
ción de los candidatos de los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica se hará mediante 
mecanismos de democracia interna consagrados en 
la ley y en su defecto, en los correspondientes esta-
tutos. En las listas se deberán observar los principios 
de paridad, alternancia y universalidad, en conse-
cuencia no podrán sucederse de manera consecutiva 
dos personas del mismo género.

Los partidos políticos, los movimientos políticos 

realizar consultas para la selección de sus candidatos 
al Congreso de la República, 14 semanas antes de 

-
ciación estatal.

de la República será preponderantemente estatal. 
Corresponde a los Partidos y movimientos políticos, 

-
ñas. En consecuencia, sólo ellos pueden obtener cré-
ditos, recaudar recursos y realizar gastos. En ningún 
caso podrán hacerlo los candidatos. Los anticipos 
correspondientes se entregarán dentro de los 15 días 
siguientes a la inscripción de la respectiva lista.

Para garantizar la equitativa representación de los 
-

tivos de ciudadanos, las curules de las Corporaciones 
Públicas se distribuirán mediante el sistema de cifra 
repartidora entre las listas de candidatos que superen 
un mínimo de votos que no podrá ser inferior al tres 
por ciento (3%) de los sufragados para Senado de la 
República o al cincuenta por ciento (50%) del cuo-
ciente electoral en el caso de las demás Corporacio-
nes, conforme lo establezcan la Constitución y la ley.

Cuando ninguna de las listas de aspirantes supere 
el umbral, las curules se distribuirán de acuerdo con 
el sistema de cifra repartidora.

La ley reglamentará los demás efectos de esta 
materia.

Las listas para Corporaciones en las circunscrip-
ciones en la que se eligen hasta dos (2) miembros 
para la correspondiente Corporación, podrán estar 
integradas hasta por tres (3) candidatos. En las cir-
cunscripciones en las que se elige un miembro, la 
curul se adjudicará a la lista mayoritaria. En las cir-
cunscripciones en las que se eligen dos miembros 
se aplicará el sistema de cuociente electoral entre 
las listas que superen en votos el 30% de dicho cuo-
ciente.

Las faltas absolutas serán suplidas por los candi-
datos según el orden de inscripción, en forma sucesi-
va y descendente.

Artículo 20. Modifíquese el inciso cuarto del 
artículo 263 A, que pasará a ser el 263 de la Cons-
titución Política:

Inciso 4°. Los partidos políticos, movimientos 
-

dicarán al momento de la inscripción de la lista, los 
candidatos que representan a los departamentos de 
que trata el inciso primero del artículo 171, la curul 
que les corresponde será asignada sin consideración 
del orden de inscripción al candidato respectivo de 
la lista nacional que obtenga la mayoría relativa de 

los votos en el respectivo departamento y respetan-
do siempre el principio de paridad en las listas. Sus 
faltas serán suplidas, en caso de que haya lugar, de 
conformidad con el artículo 134.

Artículo 21. El artículo 266 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 266. El Registrador Nacional del Estado 
Civil será escogido por los Presidentes de la Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el 
Consejo de Estado, mediante concurso de méritos 
organizado según la Ley. Su período será de cuatro 
(4) años, deberá reunir las mismas calidades que exi-
ge la Constitución Política para ser Magistrado de la 
Corte Suprema de Justicia y no haber ejercido fun-
ciones en cargos directivos en partidos o movimien-
tos políticos dentro de los cuatro años anteriores a su 
elección.

No podrá ser reelegido y ejercerá las funciones 
que establezca la ley, incluida la dirección y organi-
zación de las elecciones, el registro civil y la iden-

contratos en nombre de la Nación, en los casos que 
aquella disponga.

La Organización Electoral estará conformada por 
servidores públicos que pertenezcan a una carrera 
administrativa especial a la cual se ingresará exclusi-
vamente por concurso de méritos y que preverá el re-

servicio. En todo caso, los cargos de responsabilidad 
administrativa o electoral serán de libre remoción, de 
conformidad con la ley.

Artículo 22. El artículo 267 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 267. -
blica que ejercerá la Contraloría General de la Repú-

-
tración y de los particulares o entidades que manejen 
fondos o bienes de la Nación.

Dicho control se ejercerá en forma posterior y 
selectiva conforme a los procedimientos, sistemas 
y principios que establezca la Ley. Esta podrá, sin 
embargo, autorizar que, en casos especiales, la vigi-
lancia se realice por empresas privadas colombianas 
escogidas por concurso público de méritos, y contra-
tadas previo concepto del Consejo de Estado.

-

la equidad y la valoración de los costos ambienta-
les. En los casos excepcionales, previstos por la ley, 
la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.

La Contraloría es una entidad de carácter técni-
co con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las in-
herentes a su propia organización.

El Contralor será elegido por el Congreso en Ple-
no en el primer mes de sus sesiones para un período 
igual al del Presidente de la República, de lista de 
elegibles conformada por convocatoria pública con 
base en lo dispuesto en el artículo 126 de la Consti-
tución, y no podrá ser reelegido ni continuar en ejer-
cicio de sus funciones al vencimiento del mismo.
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Solo el Congreso puede admitir las renuncias que 
presente el Contralor y proveer las faltas temporales 

Para ser Contralor General de la República se 
requiere ser colombiano de nacimiento y en ejerci-
cio de la ciudadanía, tener título de pregrado y de 

-
da relacionada con el cargo o veinte años a quienes 
acrediten estudios de doctorado.

No podrá ser elegido Contralor General quien sea 
o haya sido miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docen-
cia, en el año inmediatamente anterior a la elección. 
Tampoco podrá ser elegido quien haya sido condena-
do a pena de prisión por delitos comunes.

En ningún caso podrán intervenir en la postula-
ción o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 

candidatos.
Para ser Auditor General de la República se re-

quiere las mismas calidades que para ser Contralor 
General de la República.

Artículo 23. Modifíquense los incisos 4° y 5° 
del artículo 272 de la Constitución Política:

Inciso 4°. Los Contralores departamentales, 
distritales o municipales serán seleccionados por 
la Comisión Nacional del Servicio Civil, mediante 
concurso público de méritos, conforme a las reglas 
previstas en el artículo 126 de la Constitución Polí-
tica y a lo que señale la ley, para período igual al del 
gobernador o alcalde, según el caso.

Inciso 5°. Los contralores departamentales, 
distritales y municipales ejercerán, en el ámbito 
de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Con-
tralor General de la República en el artículo 268 
y podrán, según lo autorice la ley, contratar con 
empresas privadas colombianas el ejercicio de la 

Artículo 24. El artículo 276 de la Constitución 
quedará así:

Artículo 276. El Procurador General de la Na-
ción será elegido por el Congreso de la República, de 
acuerdo a las reglas de los artículos 126 y 130, para 
un periodo de cuatro años.

Para ser Procurador General se requiere ser co-
lombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciuda-
danía, tener título de abogado y de maestría en áreas 

el cargo o veinte años a quienes acrediten estudios 
de doctorado.

Artículo 25. Modifíquese el artículo 279 de la 
Constitución Política, el cual quedará así:

Artículo 279. La ley determinará lo relativo a la 
estructura y al funcionamiento de la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, regulará lo atinente al ingreso y 
concurso de méritos y al retiro del servicio, a las inha-
bilidades, incompatibilidades, denominación, calida-
des, remuneración y al régimen disciplinario de todos 
los funcionarios y empleados de dicho organismo.

Los Personeros distritales o municipales serán se-
leccionados por la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, mediante concurso público de méritos, con-
forme a las reglas previstas en el artículo 126 de la 
Constitución Política y a lo que señale la ley, para 
período igual al del alcalde, según el caso.

Artículo 26. El artículo 281 de la Constitución 
Política quedará así:

Artículo 281. El Defensor del Pueblo ejercerá 
sus funciones de manera autónoma. Será elegido, de 
acuerdo a los artículos 126 y 130 de la Constitución 
para un periodo de cuatro años.

Para ser Defensor del Pueblo se requiere ser co-
lombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciuda-
danía, tener título de abogado y de maestría en áreas 

-

veinte años a quienes acrediten estudios de doctorado.
Artículo 27. Vigencia. El presente acto legislati-

vo rige a partir de su promulgación.
Atentamente,

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2014


